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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Panorama general

1. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, realizado en 2005, y especialmente a partir de 2010, el Ecuador ha reformado las medidas arancelarias y no arancelarias.  Sin embargo, al mismo tiempo se ha dado más importancia a la utilización de éstas y otras medidas como instrumentos de aplicación de su estrategia de desarrollo económico y social endógeno en consonancia con nuevas prioridades, como la sustitución de importaciones en determinados sectores.  Entre los principales cambios cabe señalar la reducción del promedio del nivel de protección arancelaria NMF, el aumento de la transparencia y la simplificación del régimen de contratación pública, el aumento del papel del Estado en la economía y nuevos incentivos a la producción.

2. El arancel sigue siendo uno de los principales instrumentos de política comercial del Ecuador y una importante fuente de ingresos fiscales (13,3 por ciento de los ingresos fiscales totales en 2010).  Como consecuencia de las reformas del arancel de aduanas, incluida la adopción de la nomenclatura arancelaria del SA 2007, y los cambios introducidos en el tipo, el nivel y la distribución de los tipos de los derechos, el promedio de los tipos arancelarios NMF aplicados se redujo del 11,4 por ciento en 2005 al 9,3 por ciento en 2011.  El arancel NMF aplicado medio para las importaciones industriales disminuyó del 10,6 al 7,6 por ciento, mientras que para los productos agropecuarios aumentó del 16,7 por ciento al 19,6 por ciento.  Actualmente, cerca del 53,5 por ciento de los tipos arancelarios NMF aplicados oscilan entre 0 y el 5 por ciento, lo cual representa un aumento frente al 38,7 por ciento de 2005.  Los tipos ad valorem máximos (aplicados a los despojos de carne, el arroz y la leche y nata (crema)) permanecieron invariables.  La estructura de los tipos arancelarios es ahora más compleja y dispersa a raíz del incremento del número de tipos ad valorem y la adopción de derechos compuestos;  en la actualidad dicha estructura abarca 17 tipos ad valorem y 10 compuestos.  La estructura arancelaria también se sigue caracterizando por la progresividad arancelaria, lo que significa que los tipos efectivos de protección arancelaria pueden ser considerablemente superiores a los tipos nominales.
3. Alrededor del 95 por ciento de los tipos arancelarios son ad valorem y esto contribuye a la transparencia del arancel.  No obstante, no se dispone de equivalentes ad valorem de los tipos no ad valorem, que suelen encubrir tipos arancelarios relativamente altos.  El hecho de que todas las líneas arancelarias estén consolidadas da un alto grado de previsibilidad al arancel;  sin embargo, el promedio aritmético de los tipos NMF consolidados (21 por ciento) excede considerablemente del promedio de los tipos NMF aplicados (9,3 por ciento), lo cual da a las autoridades un amplio margen para aumentar los aranceles NMF aplicados en el marco de las consolidaciones, como ha ocurrido durante el período objeto de examen.  Además, 19 líneas de 10 dígitos son entre 5 y 15 puntos porcentuales superiores a los tipos consolidados;  la aplicación de derechos compuestos a partidas consolidadas sobre una base ad valorem y la no presentación de sus equivalentes ad valorem (EAV) suscitan dudas en cuanto a si estos tipos están dentro de sus niveles de consolidación.  Pese a que se han mantenido contingentes arancelarios para 17 productos agropecuarios, no se han utilizado debido a la aplicación de tipos NMF más bajos y a los aumentos de los precios mundiales de los productos en cuestión.  Siguen aplicándose gravámenes variables a la importación de productos agropecuarios originarios de fuera de la Comunidad Andina de Naciones, de conformidad con el sistema andino de franjas de precios.

4. A fin de facilitar el comercio, se han realizado esfuerzos de informatización del despacho de aduana y otros esfuerzos de modernización;  por ejemplo, se han reducido las inspecciones físicas y ahora se da más importancia a la evaluación del riesgo de las importaciones.  A partir de 2008 se eliminó el régimen de inspección previa a la expedición.
5. Las prohibiciones y restricciones a la importación afectan a numerosos productos, aunque un poco menos que en el anterior examen de las políticas comerciales;  principalmente se aplican por motivos relacionados con la salud o la vida de las personas y de los animales o la preservación de los vegetales, el medio ambiente, la inocuidad o la seguridad.  Además de los cambios institucionales en la esfera de las normas, en 2007 se introdujeron nuevas prescripciones obligatorias en materia de evaluación de la conformidad, que incluyen informes de pruebas y certificados de conformidad para los productos industriales.  La proporción de normas nacionales que son idénticas a las normas internacionales es del 3,6 por ciento.  En el período objeto de examen no se firmaron nuevos acuerdos de reconocimiento mutuo, que constituyen una medida de facilitación del comercio.  En 2009 se adoptaron medidas destinadas a armonizar y coordinar las actividades de las entidades dedicadas a la sanidad agropecuaria y la inocuidad alimentaria;  se promulgó la legislación con el fin de asegurar una gestión más ágil y sencilla de toda la normativa Codex, y regular la biotecnología.  Durante el período objeto de examen se adoptaron una medida de salvaguardia contra las importaciones de parabrisas distintos de los procedentes de países en desarrollo, excepto Colombia (septiembre de 2010) y medidas de salvaguardia por motivos de balanza de pagos (enero de 2009 a julio de 2010) en forma de restricciones cuantitativas, así como recargos arancelarios.
6. En 2008 se introdujeron importantes cambios legislativos, de procedimiento e institucionales con vistas a aumentar la transparencia y eficiencia del régimen de contratación pública del Ecuador;  desde 2009, todas las empresas controladas por el Estado están sujetas a las nuevas normas.  Se han establecido nuevos procedimientos de contratación en línea, pero los más utilizados son los procedimientos especiales, si bien se han usado con menos frecuencia.  El segundo método más utilizado fue la licitación pública.  Se ha hecho hincapié en el uso de la contratación pública como herramienta de política industrial y se han adoptado para los proveedores locales una serie de preferencias que dependen del contenido local y el tamaño de la empresa.
7. A fin de garantizar los insumos nacionales y fomentar la transformación a nivel nacional, se utilizan prohibiciones temporales de exportación con respecto al arroz y restricciones cuantitativas respecto de las exportaciones de desperdicios y desechos de determinados metales ferrosos y no ferrosos;  las exportaciones de cueros y pieles están sujetos a una supervisión temporal.  Las exportaciones de banano y café siguen sujetas a gravámenes a la industria, y las exportaciones (y la producción) de banano y plátano, cacao, café, camarón y productos pesqueros a precios mínimos de referencia o de sustentación que pagan los compradores a los productores.  El Ecuador mantiene programas de devolución condicionada de tributos y, desde 2010, una zona especial de desarrollo económico ofrece diversas concesiones fiscales, incluida la exención del impuesto a la renta;  este régimen ha sustituido a los regímenes de maquila y zonas francas.
8. Con objeto de promover la inversión en actividades nacionales de producción, en diciembre de 2010 se introdujeron tres tipos de incentivos fiscales (generales, sectoriales y para zonas deprimidas), incluidas moratorias del impuesto a la renta, para las nuevas inversiones en sectores prioritarios y en determinados sectores de sustitución de importaciones, así como para las pequeñas y medianas empresas;  también se otorgan incentivos no fiscales a través de préstamos en condiciones favorables y donaciones.  La leche y los enlatados de atún, macarela, sardina y trucha producidos en el país siguen estando sujetos a un tipo nulo del impuesto al valor agregado (IVA);  el IVA percibido sobre las importaciones supone una gran proporción de los ingresos totales obtenidos en virtud de dicho impuesto.  Se ha introducido un conjunto de medidas para impulsar la renovación de los vehículos de transporte público que estaban en mal estado.
9. Diversos artículos de la Constitución de 2008 (capítulo II 2)) restringen la competencia al favorecer el control o la intervención del Estado en actividades estratégicas, con lo que se invierten los limitados esfuerzos de privatización desplegados en el pasado.  En consecuencia, la intervención del Estado en la producción y el comercio de determinados bienes y servicios sigue siendo significativa y se está reforzando en ciertas esferas (como la minería o los productos farmacéuticos).  Las empresas públicas se benefician de la misma condición fiscal que varios organismos del sector público, incluidas la exención del impuesto a la renta y el reembolso del IVA otorgados con arreglo a diferentes leyes.  A partir de 2007, el Ecuador intensificó los controles de precios para varios artículos de consumo sensibles y los servicios públicos;  la aplicación de esta política necesitó el uso de subvenciones.  Se tomaron medidas para mejorar la protección a los consumidores en varias esferas.

10. La legislación en materia de protección de los derechos de propiedad intelectual se vio reforzada con arreglo a la Constitución de 2008 y sigue estando sometida a una profunda reforma.  Se mejoraron los procedimientos de registro gracias a la introducción de la tramitación electrónica;  pese a la intención de otorgar licencias obligatorias con respecto a numerosos productos farmacéuticos y agroquímicos, de momento sólo se ha otorgado una licencia.
2) Medidas que afectan a las importaciones

i) Prescripciones en materia de registro y documentación

11. Todos los importadores deben registrarse en el Servicio Nacional de Aduana del Ecuador (SENAE, anteriormente CAE), y obtener el Registro Único de Contribuyentes (RUC) expedido por el Servicio de Rentas Internas (SRI).
  En mayo de 2011 había 31.309 importadores y 3.381 exportadores registrados en el SENAE.  Dicho registro permite el acceso a los servicios en línea suministrados por el Sistema Interactivo de Comercio Exterior (SICE).  Para importar productos en el Ecuador se requiere la siguiente documentación:  la factura comercial, el original o una copia del conocimiento de embarque o la carta de porte aéreo, la póliza de seguro de conformidad con la Ley de Seguros, y la Declaración Andina de Valor;  un certificado de origen (para beneficiarse de preferencias arancelarias cuando estén disponibles), una licencia de importación y/o también se puede exigir el certificado INEN-1 (conformidad con normas) dependiendo del producto.  Desde octubre de 2007 ya no hay que registrarse ante el Banco Central.

12. En los últimos años el Ecuador ha desplegado activamente esfuerzos de modernización aduanera que al parecer han mejorado notablemente la capacidad del SENAE para alcanzar sus objetivos, a saber, una mayor recaudación de ingresos y la reducción efectiva de los plazos y costos de despacho (véase infra).
  Con objeto de facilitar el comercio sin descuidar el control aduanero, se han puesto en marcha procedimientos de inspección/evaluación automáticos, inspección/evaluación no intrusiva y procedimientos avanzados de despacho para acortar el plazo de los trámites de despacho de envíos;  estas medidas se basan en la gestión del riesgo de las importaciones.  El resultado es que el número de inspecciones físicas cayó al 34,9 por ciento (en el primer trimestre de 2011), frente a más del 70 por ciento en el pasado
;  en 2010, el 11,6 por ciento de las importaciones se sometieron a inspección automática -lo que supone que la información del despacho se transmite y comprueba electrónicamente- y el 44,8 por ciento únicamente a la inspección física de los documentos de importación.  Entre 2006 y 2010, los ingresos procedentes de los derechos y los impuestos internos recaudados en la frontera aumentaron de 2.100 millones a 3.100 millones de dólares EE.UU.

13. En mayo de 2011 se adoptó un nuevo reglamento de facilitación aduanera para simplificar más los procedimientos aduaneros y reducir la corrupción.
  En septiembre de 2010, las autoridades decidieron aplicar instrumentos internacionales, como el Marco Normativo SAFE de la Organización Mundial de Aduanas (OMA) a fin de asegurar y facilitar el comercio mundial, y el Convenio de Kyoto revisado, partes del cual ya se habían incorporado a la legislación interna;  en julio de 2011 se estaba estudiando su aplicación.  Según la OMA, con el tiempo esto ayudará a la administración a poder apoyar más el comercio internacional y los objetivos de desarrollo socioeconómico del país.

14. Se está desarrollando un nuevo sistema aduanero transparente, eficiente y que prescinde del uso del papel, con el que se pretende garantizar el control aduanero y facilitar aún más el comercio.  Los planes del SENAE incluyen el establecimiento de un sistema aduanero basado en el sistema de despacho electrónico de Corea (UNI-PASS) y un instrumento de ventanilla única (ECUA-PASS).
  Con este instrumento se quiere optimizar e integrar en un único portal Web todos los procesos relacionados con la tramitación y emisión de documentos de control.  Está previsto que este instrumento sea sometido a pruebas para noviembre/diciembre de 2011.  En diciembre de 2010 se firmó con KCingle-CUPIA (Aduanas de Corea) un contrato para reestructurar y reformar el sistema informático del SENAE.  Las autoridades esperan una enorme reducción del plazo de despacho de importación/exportación, así como importantes ahorros para los usuarios.

15. Según el SENAE, el plazo medio de despacho ha bajado de 11,9 días (2007) a 6,5 días (enero de 2011).
  En cuanto a la facilidad del comercio transfronterizo, según el Banco Mundial, en junio de 2010 el Ecuador ocupaba el puesto 130 (entre 183 países);  sus indicadores medios de despacho de las importaciones y exportaciones se aproximaban a los de otros países de América Latina y el Caribe.
  En promedio, el tiempo necesario para importar era de 29 días a un costo de 1.332 dólares EE.UU. por contenedor, mientras que para exportar se necesitaban 20 días a un costo de 1.345 dólares EE.UU. por contenedor.

16. El contrabando, que aparentemente se vio impulsado por el incremento de los tipos de los impuestos indirectos y las restricciones por motivos de balanza de pagos (secciones vii) b) y 4) i) a)), sigue siendo un problema.  Al parecer, entre 2008 y 2009 aumentó el número de productos que entraban en el mercado sin pagar los aranceles aduaneros e impuestos;  durante este período, como resultado de la intensificación y la eficacia de la actuación de las aduanas, en cooperación con las Fuerzas Armadas
, los casos de decomiso se incrementaron un 129 por ciento.
  En 2010, los decomisos ascendieron a 87,9 millones de dólares EE.UU. y consistieron principalmente en drogas ilícitas, productos textiles, vehículos automóviles y calzado;  ha habido más de 300 decomisos relacionados con la piratería, principalmente relacionados con juguetes, bolsos y carteras, accesorios de vehículos automóviles, etc., la mayoría de ellos originarios de China.

17. A partir de 2008, un sistema de análisis/evaluación del riesgo de la importación, gestionado por el SENAE, sustituyó al régimen de inspección previa a la expedición (cuyo cumplimiento era necesario para obtener los certificados de inspección previa a la expedición), eliminando así las inspecciones por las empresas internacionales de verificación (Bureau Veritas, COTECNA, ITS y SGS)
;  en la actualidad, el SENAE encarga parte de sus actividades de inspección física a esas empresas.  La carga de los importadores con buenos antecedentes e identificados como de "bajo riesgo" apenas se inspecciona y se despacha con demoras mínimas cuando llega al Ecuador.

ii) Valoración en aduana

18. No se introdujeron cambios importantes en el marco normativo durante el período objeto de examen.  La valoración en aduana sigue estando regulada por las disposiciones de la OMC sobre la materia, la Decisión Nº 571 de la Comisión de la Comunidad Andina y su reglamento de aplicación, que figura en la Resolución Nº 846.
  Al adherirse a la OMC, el Ecuador se acogió al párrafo 1 del artículo 20 del Acuerdo sobre Valoración en Aduana para retrasar la aplicación de este Acuerdo por un período de cinco años a partir del 21 de enero de 1996.
  El Ecuador ha notificado a la OMC su legislación en materia de valoración en aduana
, pero no ha presentado sus respuestas a la lista de cuestiones sobre valoración en aduana.
  Las autoridades han indicado su intención de cumplir esta obligación.

19. Con arreglo a las disposiciones del Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC relativas al trato especial y diferenciado, el Ecuador decidió retrasar la aplicación del método del valor reconstruido hasta el 21 de enero de 2004 y adoptar reservas relativas a la aplicación de determinadas disciplinas.

20. Los derechos se determinan sobre la base de su valor c.i.f. utilizando el método del valor de transacción;  las autoridades indicaron que entre 2010 y 2011 (abril), el 99,5 por ciento de las importaciones estuvieron sujetas a este método de valoración.  Para los casos en que no se pueda utilizar este método, la Decisión Nº 571 establece cinco métodos alternativos teniendo en cuenta el orden prescrito por el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.  Según las autoridades, los métodos se aplican en el orden establecido en el Acuerdo, si bien los artículos 5 y 6 pueden invertirse si así lo solicita el importador y lo aceptan las Aduanas.  Las disposiciones de la Comunidad Andina prohíben explícitamente el uso de precios mínimos para calcular el valor en aduana.

21. El despacho de aduana y los controles de valoración se realizan únicamente sobre la base de las declaraciones seleccionadas por un sistema de perfiles de riesgo.  Las autoridades indicaron que sus herramientas de evaluación del riesgo de las importaciones tienen en cuenta las disposiciones del artículo 17 del Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC, de conformidad con la Decisión 6.1 del Comité de Valoración en Aduana de la OMC.  La Base de Datos de Valor del Ecuador se utiliza para estudios o investigaciones sobre temas relacionados con la valoración;  la principal fuente de información son los datos de los precios de las importaciones tomados de los formularios de Declaración Andina del Valor presentados (sección i)).  Cuando existe "duda razonable" con respecto a los precios declarados, se notifica por escrito al importador, quien dispone de dos opciones.  La primera consiste en aceptar la decisión del SENAE con respecto a la duda razonable, lo cual le permite retirar su mercancía después de efectuar los pagos de los derechos adeudados, calculados sobre la base del precio de referencia más alto de la base de datos del SENAE.  La segunda opción consiste en pagar los derechos adeudados calculados sobre la base del valor declarado y presentar una garantía vigente por 30 días equivalente al 120 por ciento de la diferencia entre los tributos que resulten del valor declarado y los determinados por la autoridad aduanera.  Entre abril de 2010 y abril de 2011, el 1,3 por ciento de las declaraciones aduaneras fueron sometidas al proceso de "duda razonable";  según las autoridades, el 40 por ciento de esos casos se referían a casos de subfacturación, y el valor no declarado de mercancías correspondiente ascendió a 5,7 millones de dólares EE.UU., lo que equivale a 2,3 millones de dólares EE.UU. de derechos e impuestos internos evadidos.

iii) Normas de origen

22. Las normas de origen del Ecuador no han experimentado cambios desde 2005.  El Ecuador aplica normas de origen preferenciales en el marco de la Comunidad Andina y la ALADI (capítulo II 6) ii) a) y b));  no se han establecido normas de origen no preferenciales.

23. Con arreglo al régimen andino de normas de origen
, los criterios básicos para la determinación de origen de las mercancías que incorporan insumos procedentes de fuera de la Comunidad Andina son el cambio de clasificación arancelaria (4 dígitos del SA) como resultado de un proceso de producción o transformación o el valor del contenido regional, entendido como el porcentaje resultante de la relación del valor c.i.f. de los materiales no originarios respecto del valor f.o.b. de la mercancía que se desea exportar.  En el caso del Ecuador, el valor de contenido regional debe ser de por lo menos el 40 por ciento del valor f.o.b. de las mercancías.  El Ecuador (junto con el Estado Plurinacional de Bolivia) goza de un trato especial en esta esfera.  Las exportaciones de los demás miembros de la Comunidad Andina deben cumplir un requisito de contenido regional del 50 por ciento.

24. Un grupo limitado de productos deben cumplir con requisitos específicos de origen.  La Secretaría General de la Comunidad Andina, por iniciativa propia o a solicitud de un país miembro, es la entidad responsable de determinar los requisitos específicos de origen "para los productos que así lo requieran".
  Los requisitos específicos de origen pueden ser menos rigurosos que los criterios básicos.  Actualmente están vigentes requisitos específicos de origen con respecto al sector automotor, los productos químicos y las oleaginosas.
25. Los acuerdos suscritos en el marco de la ALADI se rigen ya sea por el régimen general de normas de origen de la ALADI
, o por normas de origen propias a cada acuerdo.  Las normas de origen generales de la ALADI siguen los mismos principios básicos que rigen la determinación de origen en el marco de la Comunidad Andina;  las normas de origen del acuerdo de alcance parcial suscrito por el Ecuador con México en el marco de la ALADI contienen algunas adiciones.
iv) Aranceles
26. La Constitución otorga a la Función Ejecutiva la facultad exclusiva de modificar los tipos y nomenclatura arancelarios, aunque esta facultad ha sido parcialmente transferida a determinados órganos de la Comunidad Andina.  En su calidad de miembro de la Comunidad Andina, el Ecuador está obligado, en principio, a adoptar cualquier cambio en sus tipos y nomenclatura arancelarios a las modificaciones del arancel externo común, con vigor desde 1995, aprobadas por los miembros de la Comunidad Andina.  En la práctica, el Ecuador y los demás países miembros de la Comunidad Andina parecen aplicar el arancel externo común con numerosas excepciones (sección a)).

27. El Ecuador utiliza el sistema común de clasificación arancelaria de la Comunidad Andina conocido como NANDINA, que se basa en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA 2007) desde enero de 2007.
  En mayo de 2011, la nomenclatura arancelaria del Ecuador consistía en 7.241 líneas de 10 dígitos del SA 2007, 295 líneas más que en 2005 (cuadro III.1).

28. El arancel de aduanas sigue siendo un importante instrumento de política a los efectos de la protección y la recaudación de impuestos.  Entre 2005 y 2010 los ingresos arancelarios disminuyeron del 14,6 al 13,3 por ciento de los ingresos fiscales totales como resultado del aumento de los ingresos derivados del impuesto a la renta (cuadro III.5).

Cuadro III.1

Estructura del arancel NMF, 2005 y 2011

(Porcentaje)

	
	
	2005
	2011a
	Tipo final consolidado

	1.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de la totalidad de las líneas arancelarias)
	100,0
	100,0
	100,0

	2.
	Promedio aritmético de los tipos aplicados
	11,4
	9,3
	21,0

	
	Productos agropecuarios (SA 1-24)
	16,7
	19,6
	26,7

	
	Productos industriales (SA 25-97)
	10,6
	7,6
	20,0

	
	Productos agropecuarios (definición OMC)
	15,7
	17,3
	25,6

	
	Productos no agropecuarios (definición OMC) (excluido el petróleo)
	10,8
	8,2
	20,3

	
	Textiles y prendas de vestir
	18,1
	14,3
	28,4

	3.
	"Crestas" arancelarias nacionales (% de la totalidad de las líneas arancelarias)b
	0,7
	10,8
	0,2

	4.
	"Crestas" arancelarias internacionales (% de la totalidad de las líneas arancelarias)c
	24,4
	24,8
	67,3

	5.
	Desviación típica global de las líneas arancelarias
	7,0
	11,0
	8,2

	6.
	Coeficiente de variación de las líneas arancelarias
	0,6
	1,2
	0,4

	7.
	Líneas arancelarias libres de derechos (% de la totalidad de las líneas arancelarias)
	3,2
	46,7
	0,0

	8.
	Aranceles no ad valorem (% de la totalidad de las líneas arancelarias)
	0,0
	5,0
	0,0

	9.
	Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de la totalidad de las líneas arancelarias)
	0,0
	5,0
	0,0

	10.
	Tipos aplicados "de puro estorbo" (% de la totalidad de las líneas arancelarias)d
	0,0
	0,0
	0,0


a
Las autoridades no proporcionaron los equivalentes ad valorem (EAV) y la falta de datos básicos impidió que la Secretaría de la OMC pudiera calcularlos.  Por lo tanto, las estimaciones que figuran en este cuadro abarcan solamente el componente ad valorem de los tipos compuestos.

b
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio global de los tipos aplicados.

c
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.

d
Son tipos "de puro estorbo" los superiores a 0 pero inferiores o iguales al 2 por ciento.
Nota:  
El arancel de 2005 se basa en la nomenclatura SA 2002 y consta de 6.949 líneas arancelarias;  el arancel de 2011 se basa en la nomenclatura SA 2007 y consta de 7.241 líneas arancelarias.  Los cálculos del arancel final consolidado se basan en 6.843 líneas.

Fuente:  
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en los datos proporcionados por las autoridades ecuatorianas.

29. El último arancel de aduanas aplicado por el Ecuador se presentó a la Base Integrada de Datos (BID) de la OMC en 2008 (arancel del año 2007).

a)
Estructura y niveles de los aranceles NMF aplicados
30. Desde 2005 el arancel de aduanas ha pasado a ser algo más complejo a raíz de la adición de más tipos arancelarios
 y líneas arancelarias de 14 dígitos con múltiples tipos.
  En julio de 2011, el arancel de aduanas del Ecuador, que se basa en el arancel externo común de la Comunidad Andina
, comprendía 17 derechos ad valorem y 10 derechos compuestos (cuadro III.1).
  Los derechos específicos impuestos a cuatro líneas arancelarias de 10 dígitos (neumáticos nuevos), un remanente de las medidas por motivos de balanza de pagos de 2009/2010 (sección vii) b)) se eliminaron a principios de 2011.  Los tipos ad valorem se sustituyeron por derechos compuestos en el caso de 356 líneas arancelarias de 10 dígitos (textiles, prendas de vestir, calzado, neumáticos, pantallas de televisión y proyectores).
  En noviembre de 2010, determinados Miembros de la OMC solicitaron al Ecuador que presentase los equivalentes ad valorem (EAV) de sus derechos no ad valorem, pero aún no lo ha hecho.
  La dispersión arancelaria aumentó de forma sustancial independientemente de cómo se mida (por ejemplo, crestas arancelarias nacionales, desviación típica y coeficiente de variación) (cuadro III.1).  Un 46,7 por ciento de las líneas arancelarias están sujetas actualmente a un tipo nulo (cuadro III.1 y gráfico III.1), el 10,6 por ciento a un tipo del 20 por ciento y el 10,5 por ciento a un tipo del 10 por ciento.  En 2011, la estructura de 17 niveles de tipos ad valorem se concentró en siete tipos:  tipos nulos y del 5 por ciento para la mayoría de las materias primas y bienes de capital;  del 10 ó 15 por ciento para los bienes intermedios;  y del 20 por ciento, 25 por ciento y 30 por ciento para la mayoría de los bienes de consumo.  En 2005 los tipos del 5 por ciento, 10 por ciento, 15 por ciento y 20 por ciento estaban distribuidos más uniformemente entre las líneas arancelarias y pocas de ellas eran nulas.  Esto hace que la nueva estructura se caracterice por una progresividad arancelaria cada vez más pronunciada en todas las ramas del sector de las manufacturas excepto los productos minerales no metálicos (gráfico III.2).
[image: image1.emf]3,2%

35,%

18,3%

18,5%

23,8%

0,0% 0,0%

0,7%

0,0%

46,7%

6,8%

11,1%

10,6%

10,6%

3,4%

10,1%

0,7%

0,0%

0

500

1.000

1.500

2.000

2.500

3.000

3.500

4.000

Libres de

derechos

>0-5 >5-10 >10-15 >15-20 >20-25 >25-30 >30 vacío

Gráfico III.1

Distribución de frecuencias de los tipos arancelarios NMF, 2005 y 2011

Número de líneas arancelarias

a

Porcentaje

Número de líneas en 2005 (% del total)

Número de líneas en 2011 (% del total)

El número total de líneas es de 6.949 en 2005 y 7.244 en 2011.

Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en los datos proporcionados por las autoridades del Ecuador.

a

Fuente:


31. Durante el período objeto de examen, el promedio aritmético de los tipos arancelarios NMF aplicados del Ecuador disminuyó del 11,4 por ciento al 9,3 por ciento (cuadro III.1).  Según las autoridades, en 2007 y 2008 el Ecuador redujo los aranceles con respecto a 3.267 líneas arancelarias y los aumentó respecto de 1.612 líneas arancelarias.  Entre las categorías de productos que se beneficiaron de las reducciones arancelarias figuran los bienes de capital industriales, las materias primas y el equipo de transporte.
  La mayoría de los aumentos arancelarios afectaron a los bienes de consumo duraderos y perecederos e incluyeron 940 productos (por ejemplo, alimentos, aparatos domésticos y de consumo, productos de papel y materiales de construcción) para los que el Ecuador elevó el arancel hasta el tipo consolidado en el marco de la OMC (sección b)).  Desde enero de 2011, los aranceles aplicables a los vehículos automóviles -incluidos los automóviles híbridos- con motores de hasta 3.000 cc aumentaron 5 puntos porcentuales (del 35 al 40 por ciento);  se calcula que este aumento afectó aproximadamente al 67 por ciento de los vehículos importados e hizo subir los precios de venta entre 300 y 500 dólares EE.UU. en función del modelo.
  La agricultura sigue recibiendo una protección arancelaria mucho mayor que los productos no agropecuarios;  el promedio aritmético del tipo NMF aplicado a los productos agropecuarios (definición de la OMC) en 2011 aumentó del 15,7 por ciento al 17,3 por ciento mientras que para los productos no agropecuarios se redujo del 10,8 por ciento al 8,2 por ciento (cuadro III.1).  Los tipos ad valorem máximos permanecen sin cambios desde 2005 y se aplican a los despojos de carne (85,5 por ciento), el arroz (67,5 por ciento) y la leche y nata (crema) (54 por ciento).
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Gráfico III.2

Progresividad arancelaria por sector de la CIIU a nivel de 2 dígitos, 2005 y 2011
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Promedio de los tipos aplicados en el sector manufacturero

(11,5%)

No se aplica.

En los cálculos se han excluido los EAV correspondientes a los tipos no 

ad valorem

.

Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en los datos proporcionados por las autoridades del Ecuador.
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32. Se siguen utilizando los gravámenes variables a la importación previstos en el Sistema Andino de Franjas de Precios -adoptado en noviembre de 1994- a las importaciones de determinados productos agropecuarios originarios de países que no pertenecen al Grupo Andino;  dichos gravámenes varían en proporción inversa a los precios internacionales.  En junio de 2011, el Sistema Andino de Franjas de Precios abarcaba 13 productos "marcadores" cuyos precios internacionales constituyen la base para el cálculo de las franjas de precios y 156 productos derivados o sustitutivos de los productos "marcadores" (que corresponden al 2 por ciento aproximadamente de la totalidad de las líneas arancelarias).  Los gravámenes se expresan en forma de tipos ad valorem adicionales y hay ciertos casos en que se prevén reducciones o suspensiones de los aranceles.  De conformidad con la Decisión Nº 371 del Grupo Andino, los miembros pueden ajustar los gravámenes cuando se produzcan distorsiones "especiales" de los precios mundiales de los productos vinculados.  En total, los gravámenes, incluido todo reajuste, no pueden exceder de las consolidaciones efectuadas en el marco de la Ronda Uruguay.  La transparencia está garantizada por la JUNAC, institución subregional que vigila y comunica los ajustes de precios.  La información puede consultarse en línea
 y los importadores pueden calcular el arancel total correspondiente a su envío con 15 días de antelación.  Además, las modificaciones del Sistema Andino de Franjas de Precios únicamente pueden convenirse a nivel subregional.  El Sistema Andino de Franjas de Precios se analizó en el seno del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión del Ecuador;  el Ecuador se comprometió a eliminar gradualmente dicho sistema en un plazo de siete años, de conformidad con el calendario anexo a su Protocolo de Adhesión (es decir, empezando en enero de 1996 y terminando para diciembre de 2001).
  En 2006, tras el acuerdo de libre comercio de Colombia y el Perú por el que se comprometían a no aplicar el sistema a los productos agropecuarios originarios de los Estados Unidos, la continuidad del Sistema Andino de Franjas de Precios quedó en entredicho a nivel de la Comunidad Andina.

b)
Consolidaciones arancelarias
33. Todas las líneas arancelarias están consolidadas desde la adhesión del Ecuador a la OMC.  Aproximadamente el 98 por ciento de las líneas arancelarias están consolidadas a tipos del 30 por ciento o inferiores.  Los derechos aplicables a los productos agropecuarios (definición de la OMC) están consolidados a tipos que oscilan entre el 5 y el 85,5 por ciento;  los tipos consolidados al nivel más bajo corresponden en su mayoría a semillas y cereales, mientras que el tipo consolidado más alto corresponde a los trozos y despojos de ciertas aves.  Los derechos aplicables a los productos no agropecuarios están consolidados a niveles que van del 5 al 40 por ciento;  el más bajo se aplica principalmente a los productos químicos, productos farmacéuticos y abonos, y el más alto a los vehículos automóviles.  El promedio de los tipos consolidados del Ecuador supera el promedio de los tipos NMF aplicados en casi 12 puntos porcentuales (gráfico III.3);  las diferencias máximas de hasta 16 ó 17 puntos porcentuales afectan a los cereales, los productos lácteos y las semillas oleaginosas.  La diferencia entre los tipos consolidados y aplicados deja margen para subir los aranceles aplicados, especialmente en sectores sensibles (sección a)).
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01   Animales vivos y sus productos        

02   Productos vegetales

03   Grasas y aceites      

04   Preparaciones alimenticias, etc.

05   Productos minerales

06   Prod. de las industrias químicas

07   Plástico y caucho

08   Pieles y cueros

09   Madera y manufacturas de madera

10   Pulpa, papel, etc.

11   Textiles y artículos textiles

12   Calzado y sombrerería

13   Manufacturas de piedra

14   Piedras preciosas, etc.

15   Metales comunes y sus productos

16   Maquinaria

17   Equipo de transporte

18   Instrumentos de precisión

19   Armas y municiones

20   Diversas manufacturas

21   Obras de arte, etc.
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34. En 2011, de las líneas arancelarias de la Lista CXXXIII de Concesiones del Ecuador que son estrictamente comparables al SA 2002
, los tipos NMF aplicados en 2011 a 19 líneas de 10 dígitos (cuatro en 2005)
, que incluían despojos de carne, productos químicos, productos de papel, cerámica y vehículos automóviles, eran entre 5 y 15 puntos porcentuales más altos que los tipos consolidados (cuadro III.2);  las autoridades indicaron que este dato debe corregirse una vez se complete la transposición al SA 2002 de los compromisos de consolidación del Ecuador (véase infra), lo cual se espera que ocurra durante 2011.  Además, la introducción de derechos NMF compuestos y específicos (sección a)) para 356 productos consolidados sobre una base ad valorem y el hecho de que no se hayan comunicado los EAV hacen dudar de que los tipos aplicados estén dentro de sus niveles de consolidación.  Para 1.212 líneas arancelarias (585 en 2005), los tipos aplicados son iguales que los consolidados.
Cuadro III.2

Productos respecto de los cuales los tipos arancelarios NMF aplicados fueron superiores a los tipos consolidadosa, 2011

	Código del SA 2007
	Designación de los productos
	Código del SA 2002
	Tipo NMF
(%)
	Tipo consolidado (%)
	Diferencia en puntos porcentuales

	Productos respecto de los cuales el derecho NMF aplicado es más alto que el
derecho final consolidado
	
	
	

	0208.90.00.00
	Las demás carnes y despojos comestibles, frescos, refrigerados o congelados
	0208.90.00
	30
	20
	10

	3825.10.00.00
	Productos residuales de la industria química;  desperdicios municipales
	3825.10.00
	15
	10
	5

	3825.20.00.00
	Productos residuales de la industria química;  lodos de depuración
	3825.20.00
	15
	10
	5

	3825.30.00.00
	Productos residuales de la industria química;  desechos clínicos
	3825.30.00
	15
	10
	5

	3825.41.00.00
	Productos residuales de la industria química;  halogenados
	3825.41.00
	15
	10
	5

	3825.49.00.00
	Los demás productos residuales de la industria química
	3825.49.00
	15
	10
	5

	3825.50.00.00
	Productos residuales de la industria química;  desechos de soluciones decapantes, fluidos hidráulicos, líquidos para frenos y líquidos anticongelantes
	3825.50.00
	15
	10
	5

	3825.61.00.00
	Productos residuales de la industria química, que contengan principalmente componentes orgánicos
	3825.61.00
	15
	10
	5

	3825.69.00.90
	Los demás productos residuales de la industria química
	3825.69.00
	15
	10
	5

	3825.90.00.00
	Los demás productos residuales de la industria química
	3825.90.00
	15
	10
	5

	4805.11.00.00
	Papel semiquímico para acanalar
	4805.11.00
	15
	10
	5

	4805.12.00.00
	Papel paja para acanalar
	4805.12.00
	15
	10
	5

	4805.19.00.00
	Los demás papeles y cartones, sin estucar ni recubrir
	4805.19.00
	15
	10
	5

	6906.00.00.00
	Tubos, canalones y accesorios de tubería, de cerámica
	6906.00.00
	30
	25
	5

	7305.19.00.00
	Los demás tubos (por ejemplo:  soldados o remachados) de sección circular con diámetro exterior superior a 406,4 mm, de hierro o acero
	7305.19.00
	20
	15
	5

	7308.90.90.00
	Las demás construcciones y sus partes (excepto las construcciones prefabricadas de la partida 94.06)
	7308.90.90
	20
	15
	5

	8702.10.10.90
	Vehículos automóviles para transporte de 10 o más personas, incluido el conductor, con motor de émbolo (pistón), de encendido por compresión (diesel o semi-diesel)
	8702.10.10
	35
	20
	15

	8702.90.91.90
	Los demás vehículos automóviles para transporte de 10 o más personas, incluido el conductor
	8702.90.91
	35
	20
	15

	9306.30.90.00
	Los demás cartuchos y sus partes
	9306.30.90
	30
	25
	5

	Diferencia media en puntos porcentuales
	
	
	
	6,3


a 
Estimaciones basadas en líneas que son estrictamente comparables entre la clasificación del SA 2007 (aranceles NMF aplicados) y la clasificación del SA 2002 (aranceles consolidados).

Fuente:  
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en los datos proporcionados por las autoridades ecuatorianas.

35. La Lista de concesiones del Ecuador, basada inicialmente en el SA 92, se ha transpuesto al Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías de 2002.  La Lista del Ecuador transpuesta al SA 2002 fue examinada por última vez en una reunión dedicada al examen multilateral celebrada el 2 de diciembre de 2010, y en mayo de 2011 el Comité de Acceso a los Mercados de la OMC estaba estudiando cómo completar el examen.
  En julio de 2011 sólo faltaba la aprobación de uno de los principales interlocutores comerciales para concluir el ejercicio de transposición.  El Ecuador no ha solicitado que se le apliquen las exenciones de las obligaciones del artículo II del GATT de 1994 con el fin de aplicar a nivel nacional los cambios del SA 2002 y SA 2007 a su lista de compromisos de consolidación.

c)
Contingentes arancelarios
36. En el marco de su compromiso sobre oportunidades de acceso mínimo previsto en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC, el Ecuador mantiene -aunque no utiliza- contingentes arancelarios con respecto a 17 líneas de 4, 6 u 8 dígitos que comprenden pavos, trozos de pollo, trigo, cebada, maíz, sorgo, malta, almidón, torta de soja, torta de colza, leche en polvo y glucosa (capítulo IV 2) ii)).  Todos los productos para los cuales se pueden administrar contingentes arancelarios están sujetos al Sistema Andino de Franjas de Precios.  Los tipos aplicables dentro del contingente oscilan entre el 19 y el 45 por ciento, mientras que los tipos aplicables fuera del contingente van de 0 al 85,5 por ciento (cuadro AIII.1).  La legislación no define los criterios que deben usarse en la asignación de los contingentes.  Las autoridades indicaron que, por lo general, los contingentes se asignan a los importadores en función de su consumo histórico, de conformidad con un acuerdo interministerial basado en una recomendación del Comité de Contingentes Arancelarios (capítulo IV 2) iii)).  Los contingentes arancelarios deben aplicarse conjuntamente con un requisito de absorción de la producción nacional (capítulo IV 2) iv));  en tales casos, únicamente los importadores que han comprado una parte de la producción nacional reciben una autorización de importación del producto sujeto al contingente arancelario.  Entre 2006 y 2010 no se utilizaron contingentes arancelarios, ya que la mayoría de los aranceles NMF aplicados fueron inferiores a los tipos aplicables dentro del contingente, y el aumento de los precios mundiales redujo la competitividad de las importaciones de los productos en cuestión.

d)
Preferencias arancelarias
37. El Ecuador concede trato de franquicia arancelaria a todas las importaciones procedentes del Estado Plurinacional de Bolivia, Colombia y el Perú, siempre que cumplan los requisitos de origen de la Comunidad Andina (sección iii));  las importaciones procedentes de la República Bolivariana de Venezuela reciben un trato similar.  El Ecuador también concede trato preferencial a las importaciones procedentes de países con los que ha suscrito acuerdos en el marco de la ALADI (cuadro AIII.2 y capítulo II 6) ii) b)).
e)
Programas de concesiones arancelarias
38. Además de los regímenes de devolución condicionada de tributos, maquila, zona franca y zonas especiales de desarrollo económico (sección 3) iv)), el Ecuador mantiene varios regímenes aduaneros especiales con arreglo a los cuales se suspende el pago de los derechos y demás impuestos percibidos sobre la importación de mercancías, con sujeción a determinadas condiciones.  Entre dichos regímenes figuran los siguientes:  importación temporal con reexportación en el mismo estado;  importación temporal para perfeccionamiento activo;  depósito aduanero temporal;  sustitución libre de derechos de mercancías previamente importadas para su transformación o para ser utilizadas en la producción o el envase de mercancías que se exporten;  y determinadas mercancías para las ferias internacionales.
  Entre 2006 y 2009, los ingresos totales por concepto de derechos arancelarios y de impuestos internos que se dejaron de percibir en virtud de esos regímenes ascendieron en total a 1.600 millones de dólares EE.UU. (un promedio anual de 393,6 millones de dólares EE.UU.).

v) Otras cargas que afectan a las importaciones
39. Las importaciones siguen sujetas a determinadas tasas aduaneras, la denominada "cuota redimible" (hasta finales de 2010), una contribución al Fondo de Desarrollo para la Infancia y un impuesto a la salida de divisas, además de los aranceles aduaneros y los impuestos internos como el impuesto al valor agregado (IVA) y el impuesto a los consumos especiales (ICE) (sección 4) i) a)).  Los productos nacionales no están sujetos a la "cuota redimible" ni a la contribución al Fondo de Desarrollo para la Infancia.
a)
Tasas aduaneras
40. El Ecuador aplica varias tasas por servicios aduaneros, incluyendo las tasas de almacenaje.  La tasa de análisis de laboratorio se aplica cuando la autoridad aduanera considera necesario realizar un análisis de laboratorio con el fin de establecer la clasificación arancelaria de la mercancía.  Todo despacho de mercancías en el marco de los regímenes aduaneros especiales (excepto el régimen de depósito aduanero industrial) está sujeto a una tasa de control aduanero.
b)
Cuota redimible
41. El requisito de la cuota redimible se eliminó a partir del 31 de diciembre de 2010.
  La cuota redimible era un aporte obligatorio, en concepto de contribución, proporcional al valor de importación (exportación) que afectaba a las mercancías originarias de fuera de la Comunidad Andina.  Según el Tribunal Andino de Justicia, la cuota redimible constituía un gravamen y equivalía a un incumplimiento de las obligaciones previstas en el ordenamiento jurídico andino.
  La cuantía de la cuota era de 0,025 por ciento del valor f.o.b. de las importaciones, pero no inferior a 5 dólares EE.UU. por envío.
  Una vez que los importadores habían acumulado 500 dólares EE.UU. en cuotas redimibles pagadas, obtenían un certificado por ese valor emitido por la Corporación de Promoción de Exportaciones e Inversiones (CORPEI).  Dichos certificados podían canjearse por su valor nominal, una vez transcurridos entre 10 y 30 años desde su emisión, o por una cuantía inferior, si el canje se realizaba antes.  Los beneficios obtenidos de la inversión de las cuotas redimibles se utilizaban para financiar parcialmente las actividades de la CORPEI (sección 3) v)).
  El ingreso anual generado por las cuotas redimibles percibas sobre las importaciones y las exportaciones entre 2005 y 2010 ascendió a 41,5 millones de dólares EE.UU.
c)
Contribución al Fondo de Desarrollo para la Infancia
42. La contribución al Fondo de Desarrollo para la Infancia (FODINFA) sigue siendo igual al 0,5 por ciento del valor c.i.f. de las importaciones, independientemente de su origen.
  Están exentos los insumos para fármacos de uso humano y veterinario.  Los ingresos derivados de las contribuciones al Fondo de Desarrollo para la Infancia han aumentado de 50,9 millones de dólares EE.UU. (2005) a 91,4 millones de dólares EE.UU. (2010).
d)
Impuesto a la salida de divisas
43. Desde enero de 2008 se aplica a todas las transferencias al extranjero un impuesto a la salida de divisas a un tipo del 1 por ciento -aumentado al 2 por ciento a partir de enero de 2010- sobre el valor c.i.f. de las importaciones más los ajustes relacionados con su valoración en aduana.
  Las autoridades han señalado que este impuesto general, que representó el 4,9 por ciento de los ingresos fiscales totales en 2010 (cuadro III.5) está en consonancia con las obligaciones del Ecuador en el marco de la OMC.
vi) Prohibiciones, restricciones y licencias relativas a la importación
a)
Prohibiciones
44. El Ecuador sigue prohibiendo determinadas importaciones, al parecer por motivos sanitarios, de seguridad y de protección ambiental.
  Entre los productos prohibidos (130 partidas a nivel de 10 dígitos) figuran los siguientes:  diversos productos químicos;  prendas de vestir y calzado usados (SA 6309);  neumáticos usados (SA 4012);  determinados tipos de vehículos usados y sus partes usadas (capítulo 87 del SA);  determinados tipos de motores usados (SA 8407 y 8408);  partes de motores usadas (partida 8409 del SA), excepto ciertas partes remanufacturadas;  y equipo de enfriamiento, refrigeración y congelamiento que utiliza CFC.  Todas estas prohibiciones a la importación se aplican independientemente del origen de las mercancías.  Las importaciones de sal de mesa estuvieron prohibidas en el período 2005-2009;  esta prohibición, que afectó principalmente a las exportaciones colombianas y se trató a nivel de la Comunidad Andina, se sustituyó por un registro de importadores de sal, disposiciones de control de las importaciones, normas técnicas y prescripciones obligatorias de inspección física.

b)
Restricciones y licencias
45. Con arreglo al régimen de licencias de importación del Ecuador, se exige un control, permiso, licencia o autorización de importación previo respecto de 1.364 partidas arancelarias de 10 dígitos (2.260 si se incluyen los requisitos sanitarios y fitosanitarios) (gráfico III.4 y cuadro AIII.3).
  El régimen de licencias logra la observancia de disposiciones de varias leyes de modo que:  determinados productos no representen un riesgo para la vida y la salud de las personas y los animales y la preservación de los vegetales;  las sustancias estupefacientes y psicotrópicas sean usadas para fines lícitos;  las armas y explosivos de uso civil no se conviertan en una amenaza para la paz y la seguridad de la población;  los vehículos no dañen la vía pública por su exceso de peso;  las plantas eléctricas sean compatibles con el sistema interconectado nacional;  y que los equipos de telecomunicaciones sean compatibles con las redes de telecomunicaciones.  Según las autoridades, se aplican las mismas prescripciones a los bienes producidos en el país.
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Fuente:  Información facilitada por las autoridades del Ecuador.
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46. Las licencias se aplican a las importaciones de todos los orígenes, salvo en el caso de determinados productos agropecuarios originarios de los países de la Comunidad Andina.  No es necesario obtener una licencia para las importaciones realizadas en el marco de un régimen aduanero especial (secciones iv) e), y 3) iv) b) y c)), excepto para las importaciones de desechos peligrosos, productos agropecuarios y sustancias estupefacientes y psicotrópicas.  La entidad responsable de aprobar las licencias varía en función del producto (cuadro AIII.3).  Los importadores pueden tramitar los procedimientos para obtener las licencias directamente ante los organismos administrativos competentes;  posteriormente, el SENAE verifica las licencias correspondientes.  Las autoridades esperan que los procedimientos de concesión de licencias de importación se simplifiquen para diciembre de 2012, cuando entre en funcionamiento la ventanilla única (sección i)), un mecanismo que conectará electrónicamente a todas las instituciones competentes en materia de comercio exterior.

47. Durante el período objeto de examen la notificación por el Ecuador de su régimen de licencias de importación a la OMC ha sido limitada.  Desde su adhesión, el Ecuador ha proporcionado respuestas al cuestionario sobre los procedimientos para el trámite de licencias de importación de la OMC, una obligación de notificación que ha de cumplirse una vez cada dos años, solamente en los años 2009 y 2010,  estas respuestas sólo abarcan una parte del régimen de licencias de importación del Ecuador.
  Las autoridades han indicado que desde el último trimestre de 2010 se está preparando una notificación con apoyo técnico de la Secretaría de la OMC.

vii) Medidas comerciales especiales
a)
Medidas antidumping y compensatorias
48. El marco jurídico que rige las medidas antidumping y compensatorias incluye las disposiciones pertinentes de la OMC, el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010, el Reglamento de aplicación del Libro IV del Código Orgánico
, y las Decisiones Nos 283, 456 y 457 de la Comunidad Andina.  El Comité de Comercio Exterior (COMEX) está facultado para aplicar los derechos antidumping y compensatorios.  Desde mediados de 2011 el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración es la entidad encargada de llevar a cabo las investigaciones.
  La Secretaría General de la Comunidad Andina es la entidad responsable de realizar las investigaciones relativas a las importaciones objeto de dumping o subvencionadas en el marco de la normativa andina, la cual abarca las importaciones procedentes tanto de los países que son miembros de la Comunidad Andina como de los que no lo son.

49. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, el Ecuador no ha realizado ninguna investigación ni adoptado o mantenido medidas antidumping o compensatorias, excepto una investigación antidumping sobre las importaciones de películas de polipropileno biaxialmente orientado procedentes de Chile y Omán.
  Su último informe semestral sobre las medidas antidumping lleva fecha de marzo de 2011 (el informe anterior se presentó en 2000) y las notificaciones hechas al Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC dan a entender que no se han adoptado medidas compensatorias.

b)
Medidas de salvaguardia
50. El marco jurídico del Ecuador con respecto a las salvaguardias comprende en la actualidad las disposiciones pertinentes del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010, el Reglamento de aplicación del Libro IV del Código Orgánico (en el que figuran las disposiciones pertinentes de la OMC), así como el capítulo XI del Acuerdo de Cartagena y la Decisión Nº 452 de la Comunidad Andina.
  El Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración es actualmente la entidad responsable de realizar las investigaciones sobre salvaguardias y el COMEX está encargado de aplicar las medidas de salvaguardia.  Al aprobar la aplicación de una salvaguardia, el COMEX debe evaluar la relación de dicha medida con el "interés público".

51. Durante el período objeto de examen, el Ecuador inició investigaciones sobre las importaciones de canillas o grifos para uso doméstico, productos textiles, productos de cerámica y vajillas procedentes de China, así como sobre las importaciones de parabrisas.
  En septiembre de 2010 se adoptaron medidas de salvaguardia por un período de tres años contra las importaciones de parabrisas (partida 7007.21.00.00 de la NANDINA) en forma de un derecho específico de 12,72 dólares EE.UU. por parabrisas además del derecho ad valorem en vigor;  esta medida, que se notificó a la OMC, se aplica a todas las importaciones de parabrisas, salvo las originarias de países en desarrollo (por ejemplo, Chile y el Perú), excepto Colombia.
  A nivel de la Comunidad Andina, se impusieron salvaguardias a las importaciones de pavo en 2010;  en mayo de 2011 faltaba la aprobación de la Secretaría General para la adopción de salvaguardias sobre las importaciones de cebollas.

52. El Ecuador se ha reservado la facultad de imponer derechos adicionales con arreglo a las disposiciones de la salvaguardia especial del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC respecto de siete líneas arancelarias de 8 dígitos.
  De acuerdo con sus notificaciones y según las autoridades, el Ecuador no utilizó ninguna disposición de salvaguardia especial durante el período objeto de examen y no tiene intención de hacerlo en 2011.

53. En consonancia con las disposiciones pertinentes de la legislación nacional, la OMC y la Comunidad Andina, entre enero de 2009 y el 23 de julio de 2010 el Ecuador aplicó medidas de salvaguardia por motivos de balanza de pagos en forma de restricciones cuantitativas y recargos arancelarios sobre un gran número de productos, lo que dio lugar a aranceles superiores a sus tipos arancelarios consolidados.
  Las autoridades confirmaron que todas esas medidas fueron eliminadas según el calendario previsto.

viii) Normas y reglamentos técnicos
a)
Normas
54. En 2007 el Ecuador aprobó la nueva Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad (Nº 2007-76), mediante la cual se introdujeron cambios normativos e institucionales (véase infra);  los cambios institucionales de 2007 quedaron suspendidos en virtud del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010, y en mayo de 2011 el establecimiento de un nuevo marco institucional dependía de la revisión del reglamento sobre competencias institucionales.  Los principales instrumentos por los que se rigen la normalización, la metrología, la certificación y la verificación consisten en la legislación nacional, que incorpora las disposiciones pertinentes del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, y en diversas normas aprobadas por los países miembros de la Comunidad Andina.
  En respuesta a preocupaciones expresadas por algunos Miembros de la OMC en la reunión celebrada por el Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio en marzo de 2009, el Ecuador proporcionó explicaciones acerca del funcionamiento de los nuevos requisitos obligatorios en materia de evaluación de la conformidad, que consisten en la presentación de informes de prueba y certificados de conformidad para los productos industriales, incluidos los neumáticos, los productos de acero y los componentes de automóviles;  estos requisitos se adoptaron de conformidad con diversos artículos de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad (Nº 2007‑76).
  El Ecuador señaló que este nuevo mecanismo de evaluación de la conformidad tenía por objeto garantizar que los productos nacionales e importados cumplieran las prescripciones en materia de calidad y seguridad establecidas por la legislación nacional.
55. Desde mayo de 2011, el Comité Interministerial de la Calidad, que está presidido por el Ministerio de Industrias y Productividad (MIPRO) y recibe apoyo técnico de éste (Subsecretaría de la Calidad), coordina y formula las políticas de calidad del Ecuador en materia de normalización, metrología, certificación y verificación.
  Entre 2007 y 2010, el máximo organismo del sistema ecuatoriano de la calidad fue el Consejo Nacional de la Calidad (CONCAL).
  El Comité Interministerial de la Calidad coordina las actividades de los siguientes organismos:  el Instituto Ecuatoriano de Normalización (INEN), responsable de las actividades de reglamentación, normalización y metrología
;  y el Organismo de Acreditación Ecuatoriano (OAE), una entidad del MIPRO que realiza actividades de acreditación en concordancia con las directrices internacionales.  El INEN cuenta con tres laboratorios, uno de metrología y los demás de química, bromatología y microbiología.  En mayo de 2011, el Organismo de Acreditación Ecuatoriano tramitaba solicitudes de acreditación procedentes de ocho laboratorios de análisis y calibración.  De los 70 laboratorios acreditados, 46 son privados y 24 pertenecen al Estado.  Hay 12 organismos de certificación y 4 organizaciones de inspección.

56. A principios de 2011 estaban en vigor 530 "normas técnicas ecuatorianas" obligatorias (640 en 2004) y 1.906 "normas técnicas ecuatorianas" voluntarias (1.554 en 2004).  Un tercio de las normas obligatorias siguen perteneciendo a la categoría de la tecnología de alimentos (ICS 67).
  La tecnología química (ICS 71) representa el 7,2 por ciento (alrededor del 7 por ciento en 2004) de estas normas, y la metalurgia (ICS 77) y el petróleo (ICS 75) aproximadamente el 10,6 por ciento (6 por ciento cada una en 2004).  El 51 por ciento (poco más del 40 por ciento en 2004) de las normas técnicas ecuatorianas voluntarias pertenece a la categoría de la tecnología de alimentos (ICS 67), materiales de construcción y edificación (ICS 91) y sistemas y componentes mecánicos para uso general (ICS 21).
57. En situaciones de emergencia, se pueden formular y aprobar reglamentos técnicos ecuatorianos temporales sin efectuar una consulta pública previa.
  Durante el período objeto de examen tres reglamentos de emergencia fueron adoptados y notificados a la OMC;  dichos reglamentos afectaban a los extintores, los vehículos equipados con motores de gas licuado de petróleo (GLP) y las bombillas fluorescentes.

58. En enero de 2011, el 3,6 por ciento de las normas nacionales eran idénticas a las normas internacionales, y el 30 por ciento eran versiones modificadas.  La equivalencia internacional sigue siendo elevada, entre otros, en las siguientes categorías:  evaluación de la conformidad, sistemas de gestión y calidad ambiental, cuidado infantil, juguetes, tecnología de la información, inocuidad de los alimentos, responsabilidad social, información y documentación, lámparas, encendedores, muestras, vehículos automóviles y laboratorios clínicos.  Más de 42 categorías de productos (incluidos cemento, petróleo, fósforos, líquidos de frenos, tubos sanitarios, neumáticos, parabrisas de automóviles, cristales de seguridad, marcos de acero, aparatos domésticos, transformadores de electricidad, bujías de encendido, bombillas incandescentes y vehículos automóviles) están sujetos a normas nacionales del INEN por razones de salud, seguridad y protección del medio ambiente;  dichas normas figuran en la Lista de Bienes Sujetos a Control.

59. El uso de normas relativas a sistemas de gestión de la calidad, como ISO 9001 e ISO 14001, parece estar aumentando.  En mayo de 2011 580 empresas tenían la certificación ISO 9001.

60. Varios productos están sujetos a autorización de importación previa para importación, a fin de garantizar el cumplimiento de las normas técnicas y las prescripciones sanitarias y fitosanitarias (MSF) en vigor.  (sección vi) b)).  Se realizan inspecciones físicas en frontera para determinar la conformidad de los productos importados con las normas técnicas nacionales del INEN (véase supra).  El INEN puede realizar verificaciones de la conformidad de productos (tanto nacionales como importados) sujetos a normas técnicas ecuatorianas obligatorias en la etapa de la comercialización, ya sea por iniciativa propia o como resultado de las denuncias presentadas por los consumidores.  Las autoridades no han facilitado datos sobre la observancia de las normas (es decir, sobre los casos de incumplimiento o los productos afectados).
61. Se debe disponer de un certificado de reconocimiento (formulario INEN-1), emitido por el INEN, para importar productos sujetos a un control o autorización previos.
  Para obtener el formulario INEN-1, los importadores deben presentar uno de los siguientes certificados emitidos por organismos acreditados en el país de origen o envío:  un certificado de conformidad del producto o certificado de inspección que dé fe del cumplimiento de las normas técnicas ecuatorianas;  un certificado de cumplimiento del producto o certificado de inspección que dé fe del cumplimiento de las normas internacionales o reglamentos técnicos internacionales obligatorios equivalentes a los reglamentos técnicos o normas técnicas obligatorias del Ecuador;  o una declaración de conformidad del fabricante (formulario ISO 17050-1), en el caso de las empresas registradas en el sistema de certificación de la calidad ISO 9001.  Para las importaciones de vehículos automóviles abarcados por la certificación del sistema de calidad ISO 9001, el importador o consignatario deberá presentar además un informe de emisiones de gases emitido por un laboratorio reconocido por el INEN.  No se exige la acreditación previa en el Ecuador a los organismos que certifican la conformidad con una norma extranjera.
62. El Ecuador tiene un acuerdo de reconocimiento mutuo con Colombia (que expira en 2012);  los acuerdos suscritos en su día con el Perú y la República Bolivariana de Venezuela no se han renovado.  La Red Andina de Normalización se creó con el fin de agrupar a los organismos de normalización de los países miembros para formular normas andinas o armonizar las normas nacionales en sectores "prioritarios".  En la actualidad hay 133 normas andinas:  aproximadamente el 30 por ciento (38 normas) se han adaptado a partir de normas internacionales, y el 70 por ciento restante (95 normas) son normas propuestas por los países miembros.  Todas estas normas son voluntarias.
63. Para someter a consulta pública los proyectos de las normas técnicas ecuatorianas, el INEN los publica en su Boletín, que puede consultarse en línea.
  Según las autoridades, en la práctica el período que se ofrece a los Miembros de la OMC para la consulta pública es de 60 días.  Para los países de la Comunidad Andina, el plazo de consulta pública es de 90 días, de conformidad con la Decisión Nº 562 de la Comunidad Andina.  Entre 2006 y 2009, el Ecuador efectuó 51 notificaciones de conformidad con el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, de las cuales 42 se efectuaron en el marco del párrafo 9 del artículo 2;  en la mayoría de los casos, la puntualidad de la presentación permitió disponer de un período de 60 días o más para la presentación de observaciones.

b)
Medidas sanitarias y fitosanitarias
64. El Sistema Integrado de Calidad, Sanidad Agropecuaria e Inocuidad de Alimentos (SISCAL) del Ecuador está en funcionamiento desde octubre de 2009.  Su objetivo es la armonización y coordinación de actividades de las entidades relacionadas con la calidad, sanidad agropecuaria e inocuidad de alimentos.  El SISCAL apoya la formulación e implementación de políticas para promover el consumo de alimentos inocuos, la sanidad agropecuaria y los sistemas de gestión de calidad en la producción alimenticia.

65. Las principales disposiciones jurídicas relativas a la sanidad animal y vegetal figuran en la legislación nacional, que incluye también las normas pertinentes de la OMC, y en diversos instrumentos aprobados por los países miembros de la Comunidad Andina y de la Junta del Acuerdo de Cartagena.
  En octubre de 2009 se estaba validando el sistema nacional para la aplicación del Codex Alimentarius, a fin de garantizar una gestión más flexible y sencilla de toda la legislación relativa al Codex.
  En mayo de 2009 entró en vigor la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, que regula el uso de la biotecnología.
  Las empresas industriales del sector privado han colaborado con las autoridades en la formulación de reglamentos de aplicación que no obstaculicen el comercio de productos derivados de la biotecnología.
66. La Agencia Ecuatoriana de Aseguramiento de la Calidad del Agro (AGROCALIDAD), conocida anteriormente como Servicio Ecuatoriano de Sanidad Agropecuaria (SESA), que es una entidad adscrita al Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca (MAGAP), organiza consultas técnicas antes de establecer las prescripciones y prohibiciones relacionadas con cuestiones sanitarias y fitosanitarias de conformidad con la legislación nacional y los compromisos contraídos por el Ecuador en el marco de acuerdos internacionales.  Las resoluciones de AGROCALIDAD garantizan la coordinación con los demás organismos gubernamentales que establecen o aplican normas en esta esfera (como el SENAE, el Servicio de Rentas Internas (SRI) o el Ministerio de Salud Pública).  Las autoridades han indicado que, de conformidad con las disposiciones pertinentes del Acuerdo MSF de la OMC, todas las medidas se basan en pruebas científicas y se aplican tanto a los productos internos como a los importados.  No se lleva a cabo ningún análisis de costos y beneficios antes o después de la adopción de medidas sanitarias y fitosanitarias.

67. Las normas sanitarias y fitosanitarias del Ecuador, cuyas prescripciones han de observar las importaciones procedentes de otros miembros de la Comunidad Andina, figuran en un registro subregional.
  Durante el período objeto de examen, la Comunidad Andina mejoró sus reglamentos sanitarios sobre animales, productos de origen animal y subproductos del ganado bovino, caballar, porcino y aves;  asimismo, se hicieron cambios en el catálogo básico de plagas y enfermedades de animales exóticos de la subregión.  El Ecuador y los demás miembros de la Comunidad Andina mantienen prescripciones sanitarias y fitosanitarias comunes respecto de 31 productos agrícolas y de la mayoría de animales y sus productos.
  Existen prescripciones y procedimientos armonizados para el registro y control de plaguicidas químicos de uso agrícola.
  Algunas normas de la Comunidad Andina que se aplican a terceros países al parecer difieren de las aplicadas a los miembros de la Comunidad;  por ejemplo, hay diferencias en las prescripciones relativas a animales vivos, productos de origen animal, vegetales y subproductos vegetales.
68. En lo que se refiere a la sanidad animal, el Ecuador mantiene actualmente restricciones a las importaciones de ganado ovino y caprino procedentes de países afectados por el prurigo lumbar y los pollos y sus productos procedentes de países afectados por la influenza aviar;  estas restricciones pueden levantarse únicamente mediante una resolución del Secretario General de la Comunidad Andina.  Las autoridades indicaron que en la actualidad no se imponen restricciones relacionadas con la EEB a las importaciones de ganado bovino y sus productos;  esas importaciones están sujetas a prescripciones sanitarias basadas en un estudio de análisis de riesgo realizado a escala de la Comunidad Andina en 2005.  En la mayoría de los casos, el certificado MSF puede obtenerse con rapidez y el acceso se otorga fácil y sistemáticamente siempre que se presente la documentación correcta.  Según las autoridades, las medidas sanitarias y fitosanitarias se basan en un análisis de riesgo de plagas y cuando se niega un certificado se hace sobre la base de pruebas científicas.  El personal de AGROCALIDAD ha recibido formación suficiente sobre la aplicación de la reglamentación de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF) y de las normas sanitarias y fitosanitarias de la OMC.

69. Además de la licencia de importación (sección vi) b)), las importaciones de animales, vegetales y sus productos deben estar amparadas por un certificado zoosanitario o fitosanitario expedido por la autoridad sanitaria oficial del país de origen.
  En el caso de los certificados fitosanitarios, es posible que se exija que vayan acompañados de un certificado de fumigación o de tratamiento cuarentenario emitido por el país de origen.  Una vez aprobada la importación, AGROCALIDAD expide un permiso zoosanitario o fitosanitario, en el que hace constar el tratamiento y las condiciones que el producto debe cumplir para poder entrar en el país.  Las importaciones amparadas por un certificado zoosanitario o fitosanitario están sujetas a inspección física por parte de AGROCALIDAD en el puerto de entrada.  Si la inspección física arroja un resultado satisfactorio, AGROCALIDAD emite un documento fitosanitario para que se proceda al despacho.

70. La importación de aditivos, alimentos procesados, medicamentos, drogas, productos homeopáticos, dispositivos médicos y plaguicidas de uso doméstico requiere un certificado sanitario expedido por el Ministerio de Salud Pública (MSP).  Este certificado también es obligatorio para comercializar productos nacionales (cuadro AIII.3).
  Además, se necesita obtener una licencia de importación del MSP para importar los aditivos, alimentos procesados y sus materias primas, medicamentos, cosméticos, drogas, productos homeopáticos, dispositivos médicos y plaguicidas de uso doméstico.

71. Contrariamente a su anterior práctica de no notificar las medidas sanitarias y fitosanitarias, entre abril de 2005 y julio de 2010 el Ecuador presentó 93 notificaciones en el marco del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.  Además, participó activamente en la labor del Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC a través de comunicaciones sobre cuestiones tales como las normas privadas y comerciales, los reglamentos sobre nuevos alimentos y los límites máximos de residuos para productos como las piñas, el café y el cacao, así como notificaciones acerca de los cambios institucionales introducidos por el Ecuador en esta esfera.

ix) Contratación pública
72. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, el Ecuador ha introducido importantes cambios legislativos, institucionales y de procedimiento en su régimen de contratación pública, que sigue siendo un importante instrumento de política económica.  En 2010, los esfuerzos y el liderazgo del Ecuador en lo que respecta a la aplicación de reglamentos en esta esfera fueron objeto de reconocimiento a nivel regional.
  El Ecuador aún no es signatario del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC y no otorga trato preferencial ni trato nacional a los proveedores extranjeros.  Las autoridades han señalado que las disposiciones del ACP sobre trato especial y diferenciado para los países en desarrollo no son lo suficientemente atractivas ni favorables para las necesidades de desarrollo del Ecuador.  Sostienen que la reforma normativa del Ecuador ya ha entrañado la adopción de medidas de transparencia y competencia en esta esfera, y por tanto no hace falta compromiso internacional alguno.  Además, las autoridades consideran que el Ecuador promueve a los proveedores de bienes y servicios con contenido nacional de manera no discriminatoria.
73. En 2010, el valor de los contratos de compras públicas registrados por el Instituto Nacional de Contratación Pública (INCOP) (véase infra) ascendió a casi 6.000 millones de dólares EE.UU. (4.000 millones de dólares EE.UU. en 2009), cifra equivalente al 11 por ciento del PIB (7,86 por ciento en 2009) y al 28 por ciento del total de los ingresos públicos (24,2 por ciento en 2009);  estas estimaciones incluyen las contrataciones efectuadas por empresas controladas por el Estado (es decir, aquellas en las que tiene más del 50 por ciento de las acciones).
  En 2009, las principales entidades públicas o empresas controladas por el Estado en términos del valor de los contratos de compras fueron las Fuerzas Armadas Comando General de la FAE, Petrocomercial (filial de PETROECUADOR), el Ministerio de Transporte, la empresa de telecomunicaciones (Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT S.A.), la municipalidad de Guayaquil, el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, el Cuerpo de Ingenieros del Ejército, la empresa que opera la flota de buques petroleros, el Instituto Nacional de Riego y el Programa de Provisión de Alimentos.  En 2010, los principales organismos o empresas públicos, en términos del valor de los contratos, fueron el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, la Corporación Eléctrica del Ecuador (CELEC), Petroindustrial, la CNT, el Ministerio de Transporte y la municipalidad de Guayaquil.  Todas esas entidades están sujetas a las reglas del Sistema Nacional de Contratación Pública (véase infra).

74. La Ley de Contratación Pública de 2008 del Ecuador, por la que se estableció el Sistema Nacional de Contratación Pública (SNCP), regula gran parte de la contratación pública en materia de adquisiciones, arrendamiento, obras públicas y servicios profesionales y de consultoría.
  En 2009, integraban el SNCP 6.128 empresas públicas
;  tras la revisión de la lista, su número se redujo a 4.855 al 31 de diciembre de 2010.  Desde 2009, todas las empresas controladas por el Estado (por ejemplo, los proveedores de servicios de telefonía fija, los servicios de generación y distribución de energía eléctrica) están sujetas a las normas de contratación pública previstas en la Ley de Contratación Pública de 2008.
  Los contratos para la exploración y explotación de recursos de hidrocarburos y las compras de bienes estratégicos para la defensa nacional no están abarcadas por esta Ley sino por la Ley de Hidrocarburos y la Ley relativa a las Fuerzas Armadas, respectivamente.  Desde 2008, el INCOP se encarga de la supervisión general de los procesos de contratación pública, aunque cada proceso es gestionado de manera independiente por la institución contratante con su propio presupuesto y sus términos de referencia.
75. Los proveedores deben registrarse en línea (www.compraspublicas.gov.ec) en el Registro Único de Proveedores (RUP);  este procedimiento electrónico es obligatorio y constituye el único medio para participar en un proceso de contratación pública.  En 2010 había 151.361 proveedores registrados (109.939 en 2009), 70.721 de los cuales eran proveedores calificados (76.277 en 2009).
  El Plan Anual de Contratación y la información técnica, financiera y de otro tipo que sea pertinente para la ejecución de los proyectos, así como las especificaciones de las licitaciones pueden consultarse en línea (www.compraspublicas.gov.ec) y en los sitios Web de cada entidad contratante.  Las ofertas deben presentarse en español, utilizando los modelos indicados por la entidad convocante, y deben entregarse a la entidad contratante en forma personal o por Internet.  Pese a la inclusión de nuevos requisitos en materia de información
, según las autoridades, el proceso de presentación de ofertas se ha simplificado considerablemente, entre otras cosas, debido a la introducción de procedimientos de contratación pública en línea (véase infra).

76. La legislación sigue previendo varias modalidades ordinarias de contratación, como la cotización (licitación selectiva), la licitación y la contratación directa, cuya aplicación depende del tipo de contratación y del costo, así como de umbrales equivalentes a un factor del presupuesto anual estimado del Estado (cuadro III.3).  A fin de agilizar y simplificar la contratación para determinadas compras, la Ley de Contratación Pública de 2008 estableció unos procedimientos de compra en línea "dinámicos" para las compras directas de bienes y servicios "normalizados" (es decir, estandarizados u homologados) enumerados en un Catálogo Electrónico de Compras
, y un sistema de subasta inversa electrónica" para compras de artículos "normalizados" que no figuren en el Catálogo, que permite a cualquier proveedor competir ofreciendo rebajas en el precio de los productos específicos requeridos por la entidad pública.  Los procedimientos especiales de contratación, basados en criterios de selectividad, se aplican, entre otras cosas, a los fármacos, las compras en situaciones de emergencia y los bienes inmuebles.
  En 2010, los procedimientos más utilizados por lo que respeta a su participación en el valor total de la contratación en el marco del SNCP fueron los procedimientos especiales de contratación (30,4 por ciento), las licitaciones abiertas (23,9 por ciento), el sistema de la subasta inversa electrónica (14 por ciento), la licitación selectiva (7,7 por ciento), la contratación directa (1,5 por ciento) y las compras por Catálogo Electrónico (2,3 por ciento).
  Entre febrero de 2010 y febrero de 2011, las operaciones de contratación pública guardaron relación con bienes (41 por ciento), obras públicas (29 por ciento), servicios (25 por ciento), consultoría (3 por ciento), seguros (0,9 por ciento) y medicamentos (0,3 por ciento).  Según el INCOP, el uso correcto de las herramientas electrónicas ha permitido a varias entidades públicas llevar a cabo sus contrataciones en condiciones de plena transparencia, realizar contrataciones de buena calidad y lograr importantes ahorros.  En 2010, el funcionamiento del SNCP permitió ahorrar 472 millones de dólares EE.UU.;  las empresas que lograron los principales ahorros fueron, entre otras, la CNT S.A., PETROECUADOR, Petrocomercial, CELEC y el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.

Cuadro III.3

Contratación pública, 2011

	Objeto de la contratación
	Procedimiento
	Cuantía

	
	
	Factor del presupuesto anual inicial del Estado
	En $EE.UU., marzo de 2010

	Bienes y servicios normalizados
	Compras por Catálogo Electrónico
	-
	Sin umbral

	
	Contratación directa (ínfima cuantía)
	Menos del 0,000002
	Menos de 4.256,41 $EE.UU.

	
	Subasta inversa electrónica
	Menos del 0,000002
	Más de 4.256,41 $EE.UU.

	
	Contratación directa (menor cuantía)a
	Menos del 0,000002
	Hasta 42.564,12 $EE.UU.

	
	Cotizacióna
	Desde el 0,000002 hasta el 0,000015
	Desde 42.564,12 $EE.UU. hasta 319.230,93 $EE.UU.

	
	Licitacióna
	Más del 0,000015
	Más de 319.230,93 $EE.UU.

	Bienes y servicios no normalizados
	Contratación directa (menor cuantía)
	Menos del 0,000002
	Hasta 42.564,12 $EE.UU.

	
	Cotización
	Desde el 0,000002 hasta el 0,000015
	Desde 42.564.12 $EE.UU. hasta 319.230,93 $EE.UU.

	
	Licitación
	Más del 0,000015
	Más de 319.230,93 $EE.UU.

	Obras públicas
	Contratación directa (menor cuantía)
	Menos del 0,000007
	Hasta 148.974,43 $EE.UU.

	
	Cotización
	Desde el 0,000007 hasta el 0,00003
	Desde 148.974,43 $EE.UU. hasta 638.461,86 $EE.UU.

	
	Licitación
	Más del 0,00003
	Más de 638.461,86 $EE.UU.

	
	Contratación integral por precio fijo
	Más del 0,1%
	Más de 21.282.062,27 $EE.UU.

	Consultoría
	Contratación directa
	Menos del 0,000002
	Hasta 42.564,12 $EE.UU.

	
	Lista corta
	Desde el 0,000002 hasta el 0,000015
	Desde 42.564,12 $EE.UU. hasta 319.230,93 $EE.UU.

	
	Concurso público
	Igual o superior al 0,000015 
	Más de 319.230,93 $EE.UU.


a
Si no es posible realizar la contratación mediante procedimientos dinámicos, podrán utilizarse estos métodos.

Fuente:
INCOP (2010), Seminario taller:  sistema de contratación pública, marzo, Quito, e información proporcionada por las autoridades ecuatorianas.
77. De conformidad con la Ley de Contratación Pública de 2008, que exige que se dé prioridad a los productos y servicios de producción y suministro nacionales, se ha hecho hincapié en el uso de la contratación pública como instrumento de la política industrial.
  En el marco del programa EcuaCompra (de 2007), que no llegó a aplicarse, estaba previsto que la participación de los proveedores locales en la contratación pública aumentase del 30 a más del 50 por ciento del valor para 2012.  En marzo de 2009 y 2010, el INCOP definió una serie de preferencias aplicables a los proveedores locales, sujetas a criterios en materia de contenido nacional y de tamaño de la empresa (cuadro III.4)
;  estas preferencias, que oscilan entre el 5 y el 25 por ciento del valor del contrato, proporcionan ventajas en la competencia contra los proveedores nacionales más grandes y los proveedores que no pueden considerarse nacionales.  En 2010, la contratación pública de bienes con un contenido nacional superior al 40 por ciento y de servicios con un contenido nacional superior al 60 por ciento representó el 19,8 por ciento y el 79 por ciento del valor de los contratos, respectivamente.  En el caso de la contratación de servicios de consultoría, los proveedores extranjeros sólo se tienen en cuenta cuando no hay proveedores nacionales.  En 2010, el mercado de la contratación pública, por lo que se refiere al valor de los contratos, se repartió del siguiente modo:  26 por ciento para las empresas grandes, 11 por ciento para las empresas medianas, 30 por ciento para las empresas pequeñas y 33 por ciento para las microempresas.

Cuadro III.4

Márgenes de preferencia respecto de los proveedores nacionales, 2011

	Beneficiario
	Margen de preferencia frente a
	Requisitos de valor agregado nacional

	
	Proveedores nacionales
	Proveedores extranjeros
	

	Empresas nacionales grandes
	-
	10%
	>40% en bienes
>60% en obras y servicios

	Empresas nacionales medianas
	5% (empresas grandes)
	15%
	>40% en bienes
>60% en obras y servicios

	Microempresas y pequeñas empresas nacionales
	5% (empresas medianas)
10% (empresas grandes)
	20%
	>40% en bienes
>60% en obras y servicios

	Microempresas y pequeñas empresas locales
	5% (microempresas y empresas pequeñas)
10% (empresas medianas)
15% (empresas grandes)
	25%
	>40% en bienes
>60% en obras y servicios
>15% de valor agregado local


Fuente:
INCOP (2010), Seminario taller:  sistema de contratación pública, marzo, Quito.

78. La contratación realizada a través del Catálogo Electrónico de Compras requiere una orden de compra y un registro de entrega;  la contratación directa (menor cuantía) requiere una factura;  y los demás contratos se hacen mediante un documento firmado por las partes.  La garantía de los contratos de compras públicas se fija en un 5 por ciento de la cuantía total del contrato;  en el caso de los contratos de suministro de servicios no normalizados y de obras públicas, la garantía se aumenta en una cantidad igual al 20 por ciento de la diferencia entre el valor de referencia y la cuantía real del contrato.  La garantía la puede otorgar un banco o entidad financiera o puede ser en forma de pólizas de seguros, hipotecas de primer grado sobre bienes inmuebles, bonos del Estado o certificados de depósitos a plazo.  Hace falta una garantía técnica para los contratos relacionados con la compra o instalación de equipos, maquinaria o vehículos o las obras pertinentes para garantizar su calidad y adecuado funcionamiento.  Los contratos son firmados por la entidad pública contratante una vez realizados los procesos de revisión y adjudicación, y ya no requieren la aprobación de otras autoridades
;  una cláusula específica indica que el Procurador General debe autorizar el arbitraje.

x) Contenido nacional
79. El Ecuador mantiene objetivos de política en materia de contenido nacional.  De conformidad con el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010, el ministerio encargado de la política industrial y el organismo responsable de la contratación pública (INCOP) están obligados a elaborar mecanismos adecuados para controlar el contenido nacional en la contratación de bienes y servicios, así como en proyectos de inversión en sectores estratégicos.  En junio de 2010 se publicó un reglamento a este respecto.
  El Ecuador señala que no ha introducido nuevas medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio (MIC) y que las que tiene en vigor han sido publicadas en el Registro Oficial.
  Aunque el Acuerdo de Complementación en el Sector Automotor firmado en septiembre de 2009 entre el Ecuador, Colombia y la República Bolivariana de Venezuela no contiene prescripciones en materia de contenido subregional, la Resolución Nº 323 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, por la que se aplica dicho Acuerdo, regula cuestiones de origen y contenido subregional.  En 2010, el Ecuador se retiró de este Acuerdo, que entró en vigor en enero de 2000 por un período de vigencia de 10 año prorrogables, con efecto a partir del 1º de septiembre de 2011 (capítulo IV 5)).
  De conformidad con este Acuerdo, de 2009 a septiembre de 2011 se mantuvo en vigor un requisito de contenido local del 24,3 por ciento para los automóviles ensamblados en los países signatarios, que permitía obtener una reducción de los derechos sobre la importación.

3) Medidas que afectan a las exportaciones

i) Registro y documentación

80. Los exportadores deben registrarse en línea, en el sitio Web del SENAE;  los requisitos relacionados con el registro en el Banco Central y el visto bueno de éste fueron eliminados en 2007 como resultado de la modificación de la Ley Orgánica de Aduanas.
  Al igual que los importadores (sección 2) i)), los exportadores deben obtener un número de RUC emitido por el Servicio de Rentas Internas, que es automático y válido por plazo indefinido.  A fin de supervisar y garantizar la disponibilidad de suficientes cantidades de materias primas para la industria nacional, desde 2007 los exportadores de chatarra y desperdicios de metales ferrosos y no ferrosos, cueros y pieles deben registrarse ante el MIPRO.
  Para las exportaciones de las entidades públicas (sección 4) iv)) y las exportaciones sujetas a regímenes especiales, como los de exportación temporal con reimportación en el mismo estado y exportación temporal con perfeccionamiento pasivo, es obligatoria la intervención de un agente de aduanas.
81. Los documentos que se deben presentar son la Declaración Aduanera Única de Exportación (DAU), el original de la factura comercial, el conocimiento de embarque y otros documentos relacionados con el transporte;  en ciertos casos, puede exigirse una autorización de exportación previa o un certificado de origen, según el tipo de producto y/o el destino (por ejemplo, en casos de trato preferencial).
  Al igual que para las importaciones, los documentos de exportación se tramitan por vía electrónica a través del SICE.  No se dispone de datos sobre la proporción de las exportaciones sometida a inspección física por el Servicio Nacional de Aduana del Ecuador ni sobre el tiempo necesario en promedio para tramitar el despacho para la exportación ante las autoridades.
ii) Gravámenes a la exportación y precios de referencia

82. Desde 1998, las exportaciones de banano están sujetas a un gravamen del 0,7 por ciento sobre su valor f.o.b.;  los ingresos obtenidos de este gravamen se utilizaban inicialmente para financiar las actividades de CORPECUADOR, la entidad pública encargada de las actividades de reconstrucción en las zonas afectadas por el fenómeno climático de El Niño, pero actualmente se transfieren al MAGAP.
  Las exportaciones de café en grano, café tostado en grano o café tostado molido están sujetas a una contribución equivalente al 2 por ciento de su valor f.o.b.
;  los recursos provenientes de esta contribución se destinan al Consejo Cafetalero Nacional (COFENAC).  La prescripción relacionada con la cuota redimible aplicable a las exportaciones se suprimió el 31 de diciembre de 2010;  representaba el 0,15 por mil de su valor f.o.b., salvo para el petróleo y sus productos, que estaban sujetos a una cuota redimible del 0,05 por mil.

83. Las exportaciones de banano y plátano
, cacao
, café
, camarón y productos pesqueros siguen sujetas a precios mínimos o de referencia.  El valor declarado en el formulario único de exportación no puede ser inferior a los precios fijados para cada producto.  El precio del banano está basado en un "precio de sustentación" que los exportadores de banano deben pagar a los productores y que por lo general se fija a través de un acuerdo interministerial entre el MAGAP y el MIPRO (capítulo IV 2) v) y cuadro IV.1);  según las autoridades, no se trata de un precio mínimo referencial ni guarda relación con las exportaciones o su destino.  En el caso de las exportaciones de cacao y café, establece el precio f.o.b. mínimo referencial una comisión interinstitucional integrada por representantes del MIPRO, del MAGAP y de la Asociación Nacional de Cacaoteros;  las autoridades han indicado que esos precios, que son los fijados en la Bolsa de Nueva York y se revisan semanalmente, sólo los utiliza el Banco Central del Ecuador a efectos de liquidación de pagos y únicamente sirven de referencia para la comercialización de esos productos en el mercado interno.
  Han indicado asimismo que son precios de referencia, no precios mínimos.

iii) Prohibiciones, licencias y otras restricciones a la exportación
84. El Ecuador mantiene restricciones a la exportación de ciertos productos de conformidad con la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación y el Protocolo de Montreal Relativo a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono.  Se mantienen las restricciones a la exportación de bienes que forman parte del patrimonio cultural, artístico, arqueológico e histórico del Ecuador.
85. Para garantizar el suministro interno, y facilitar posiblemente con ello la posterior elaboración de los productos en cuestión, durante el período objeto de examen se aplicaron temporalmente prohibiciones y restricciones cuantitativas a la exportación de determinados productos.  Las exportaciones de arroz se prohibieron durante 90 días en 2007 y temporalmente en junio de 2008;  la exportación de 20.000 toneladas de arroz pulido a la República Bolivariana de Venezuela con arreglo a un contrato de venta firmado en mayo de 2008 no se vio afectada por esta prohibición.
  Tras la introducción de un registro de exportadores destinado a garantizar el suministro interno para determinadas ramas de producción (sección i), capítulo II 5)), desde febrero de 2010 se restringen las exportaciones de chatarra y desperdicios de metales ferrosos y no ferrosos estableciendo contingentes anuales para el acero inoxidable (1.125 toneladas para el período 2010-2011) y los metales no ferrosos (14.112 toneladas);  en junio de 2010, los contingentes de exportación para prácticamente todos los productos sujetos a la restricción se aumentaron en un 10 por ciento.
  A partir de julio de 2010, se prohibieron las exportaciones de chatarra y desperdicios de aluminio, bronce y metales ferrosos diferentes del acero inoxidable.
86. Para proteger el medio ambiente está prohibida la exportación de madera rolliza, con excepción de la destinada a fines científicos y experimentales en cantidades limitadas.
  La entidad responsable de emitir las autorizaciones previas para esas exportaciones es el MAGAP.  La exportación de productos forestales semielaborados está autorizada únicamente cuando se "hallen satisfechas las necesidades internas y los niveles mínimos de industrialización que se requerirán al efecto".
  El MAGAP y el MIPRO son las entidades responsables de emitir las autorizaciones previas en estos casos.
iv) Concesiones fiscales

87. En 2010, el Ecuador modificó su régimen de devolución condicionada y sustituyó sus regímenes de maquila y zonas francas por zonas especiales de desarrollo económico que ofrecen diversas concesiones fiscales concebidas para neutralizar los efectos adversos de los aranceles sobre las exportaciones.

a)
Régimen de devolución condicionada
88. Pueden beneficiarse del complejo régimen de devolución condicionada los exportadores nacionales o extranjeros registrados como contribuyentes en el Ecuador, excepto los exportadores de hidrocarburos.  Los exportadores que reúnan las condiciones para ello deben registrarse en el Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, presentando una lista de los insumos que usan en la fabricación de cada uno de sus productos de exportación y un certificado emitido por el Servicio de Rentas Internas (SRI) que muestre la proporción entre el valor de sus exportaciones y el valor total de sus ventas.  Este certificado se usa para determinar el monto de devolución al exportador.  La devolución comprende los derechos de aduana, el gravamen destinado al FODINFA, el IVA y el ICE, en proporción a la utilización del insumo, y no debe exceder del 5 por ciento del valor f.o.b. de los bienes exportados.  No se han establecido tasas de reembolso específicas.  Los exportadores pueden solicitar un reembolso adicional por encima del ya obtenido en una nueva solicitud o transcurrido un año.  El número de beneficiarios aumentó de 214 en 2009 a 388 en 2010, el importe total de los reembolsos pasó de 785.234 a 1,4 millones de dólares EE.UU., y el valor f.o.b. de las exportaciones abarcadas creció de 584,7 millones a 1.300 millones de dólares EE.UU.;  la tasa media global de reembolso se mantuvo estable, en el 1-1,3 por ciento del valor de las exportaciones.  Los principales productos que se beneficiaron del régimen de devolución condicionada fueron los aparatos no eléctricos, de uso doméstico, de fundición, hierro o acero (estufas, calderas con hogar, etc.), las preparaciones utilizadas para la alimentación de los animales, los neumáticos nuevos y el banano.

b)
Régimen de maquila
89. El régimen de maquila se eliminó con la aprobación del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de 2010.  El régimen, que abarcaba procesos industriales o servicios destinados a la elaboración, transformación o reparación de bienes de procedencia extranjera para su reexportación posterior, preveía la suspensión del pago de derechos y de otros impuestos indirectos aplicables a las importaciones de insumos y equipo
, así como de la aplicación de otras prescripciones (por ejemplo, permisos de importación) mientras se encontrara pendiente la exportación.  El MIPRO era la principal entidad encargada de administrar el régimen.  Al parecer, la mayoría de las operaciones de maquila en el Ecuador se realizaban en los subsectores de los productos textiles y de la elaboración de productos pesqueros.  Las maquiladoras registraban resultados de exportación bajos, debido a la repercusión de la dolarización de la economía en el costo de la mano de obra y, por tanto, en su competitividad en la región, especialmente frente a países de América Central.  Las autoridades no han facilitado datos sobre los ingresos fiscales que se dejaron de percibir ni sobre los empleos, las importaciones o las exportaciones generados como resultado de este régimen.

c)
Régimen de zonas francas
90. Aunque el régimen de zonas francas se eliminó con la aprobación del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010, para las empresas registradas antes de 1999 siguen vigentes las exenciones del impuesto a la renta (con lo que se subvencionan las exportaciones) o de cualquier otro impuesto que lo sustituya, de impuestos provinciales y municipales, y de otros impuestos análogos, exenciones que tendrán validez hasta 2019.  Además, se contempla la exención indefinida de derechos y de otros impuestos aplicables a las importaciones de insumos y equipo, así como del cumplimiento de otras prescripciones.  Desde octubre de 2007, los bienes que ingresan a las zonas francas están sujetos al control del SENAE.  El régimen abarca las actividades de elaboración de bienes para la exportación o reexportación;  la comercialización internacional de bienes para la importación, exportación o reexportación;  y la prestación de servicios "internacionales", incluidos los turísticos.  Las empresas que despliegan actividades en una zona franca pueden exportar sus productos al territorio aduanero del Ecuador una vez abonados los derechos y otros impuestos de importación.  Pueden beneficiarse de estas ventajas tanto las entidades que administran zonas francas como las empresas usuarias.  Hasta diciembre de 2010, la entidad responsable de formular las políticas generales para el funcionamiento y la supervisión de las zonas francas era el Consejo Nacional de Zonas Francas (CONAZOFRA);  actualmente, es el Consejo Sectorial de la Producción quien formula las políticas en esta esfera, y una unidad técnica del MIPRO supervisa y controla el funcionamiento de las zonas francas.  En la actualidad, el régimen de zonas francas se encuentra en un período de transición;  las zonas que sigan en funcionamiento hasta que finalice su período de concesión pueden continuar sus actividades adoptando el marco operativo del régimen de zonas especiales de desarrollo económico (ZEDE), recientemente establecido (sección d)).

91. Según información facilitada por el CONAZOFRA, en 2007 las zonas francas no habían alcanzado los objetivos fijados por la legislación pertinente ni habían cumplido las expectativas en términos de empleo, inversión, exportación y transferencia de tecnología;  las autoridades consideraban que ello se debía a la falta de promoción de las zonas francas a nivel nacional e internacional.  Por otra parte, según las autoridades, un gran número de empresas de zonas francas utilizaban este régimen como medio de evasión fiscal.  Además, el SRI, que no reconoce todas las exenciones fiscales otorgadas en el marco del régimen de zonas francas, ha solicitado el pago del impuesto a la renta a los usuarios de dichas zonas.  Los que no lo han pagado han sido demandados, y tendrán que liquidar ese impuesto una vez finalizadas las acciones judiciales, lo que contribuye a una incertidumbre innecesaria para empresas e inversionistas.
  Tras una política de depuración aplicada por el CONAZOFRA, desde finales de 2007 se han reducido las importaciones efectuadas por empresas de zonas francas con destino al mercado ecuatoriano.
  En junio de 2010 existían once zonas francas, de las cuales ocho estaban en funcionamiento
;  de conformidad con los objetivos fijados, se esperaba que todas las zonas creasen 33.014 puestos de trabajo, pero hasta ahora se han generado sólo 8.634.  En 2009 había 69 empresas que usaban el régimen de zonas francas, 56 de las cuales estaban en funcionamiento;  la mayor parte de sus actividades se relacionaba únicamente con los servicios (32 empresas).
  En 2009, las zonas francas generaron exportaciones de mercancías por valor de 193,2 millones de dólares EE.UU., principalmente de pescado y productos pesqueros, y flores;  en la mayoría de los casos, el destino de las exportaciones realizadas desde las zonas francas era la UE.  Las importaciones desde las zonas francas destinadas al mercado interno se estimaron en 77,9 millones de dólares EE.UU. y generaron para el Ecuador ingresos fiscales indirectos por valor de 74,3 millones de dólares EE.UU. a través del pago de derechos de aduana (43 por ciento), del IVA (54 por ciento), y del ICE (3 por ciento).  Como resultado de la política de depuración, las importaciones y, por ende, los ingresos fiscales han disminuido desde 2008.

d)
Zonas especiales de desarrollo económico
92. En respuesta a las preocupaciones relacionadas con el funcionamiento del régimen de zonas francas, el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, creó el régimen de las zonas especiales de desarrollo económico (ZEDE), que abarca importantes objetivos de la Agenda para la Transformación Productiva (ATP) para el período 2010-2013 (sección 4) ii) c), capítulos II 8) y IV 5))
:  por ejemplo, promoción de la producción centrada en las exportaciones, desarrollo territorial integral y creación de empleo de calidad.  Se espera también que las ZEDE, entre otras cosas, diversifiquen la producción nacional y las exportaciones, incluidas las de productos innovadores.
  Pueden establecerse tres tipos de ZEDE:  1) para proyectos y tecnologías relacionados con la biodiversidad, la innovación electrónica, la energía o la mejora del medio ambiente;  2) para proyectos de diversificación industrial, métodos de producción innovadores para producir bienes destinados a la exportación o la productos de origen animal de importaciones, usando mano de obra de calidad;  y 3) para servicios de logística (con inclusión de almacenamiento de carga, gestión de inventarios, administración de puertos, distribución nacional o internacional de mercancías y mantenimiento de aeronaves o embarcaciones).  Las empresas que funcionan en una ZEDE pueden solicitar créditos tributarios por el impuesto al valor agregado abonado por la compra de los productos primarios, los bienes y los servicios que se han de usar en los procesos de producción.  Esas empresas pueden importar bienes y servicios relacionados con sus operaciones comerciales en la ZEDE en régimen de franquicia arancelaria.  También están exentas del pago de impuestos sobre el capital y los intereses pagados por préstamos en divisas obtenidos de instituciones de crédito internacionales.
v) Promoción de las exportaciones y ayuda a la comercialización
93. En virtud del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, las competencias de la Corporación de Promoción de Exportaciones e Inversiones (CORPEI)
 se transfirieron al Instituto de Promoción de Exportaciones e Inversiones Extranjeras (PRO ECUADOR), adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración.
  El Instituto se encarga ahora de planificar, coordinar y aplicar la política de promoción de las exportaciones y de atraer inversión extranjera, así como de las actividades de consultoría, formación e información comercial en relación con las exportaciones.  También presta asesoramiento a los sectores de exportación prioritarios y a aquellos con potencial de exportación.  Coordina, prepara y supervisa las ferias comerciales, las visitas, y otros eventos nacionales de promoción del comercio, y proporciona información sobre las condiciones de acceso a los mercados, las oportunidades comerciales y los instrumentos de apoyo para aumentar las exportaciones.  El Instituto organiza asimismo actividades de formación sobre cuestiones comerciales y aplica programas centrados en la integración de las pequeñas y medianas empresas y de otras partes interesadas en el patrón de exportaciones del Ecuador.  Para apoyar el desarrollo de las exportaciones, el Instituto, entre otras cosas, prepara informes comerciales, estudios de investigación de mercados, estadísticas y análisis del comercio internacional, boletines estadísticos mensuales y hojas informativas.  El Instituto de Promoción de Exportaciones e Inversiones Extranjeras maneja una red de 27 oficinas comerciales que apoyan sus actividades en el exterior;  cuenta también con la asistencia de las seis oficinas regionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.

vi) Financiación, seguro y garantía de las exportaciones

94. La Corporación Financiera Nacional (CFN), un banco de desarrollo de propiedad estatal, gestiona un servicio de crédito denominado Crédito Directo (denominado FOPEX hasta 2007) que se encarga de diferentes solicitudes de préstamos de diversos sectores.  Desde julio de 2009, por medio de una línea de crédito llamada DICOMEX (División de Comercio Exterior) se han concedido préstamos de hasta el 20 por ciento del valor de los activos "técnicos" del beneficiario para financiar actividades relacionadas con el envío de mercancías destinadas a la exportación o la producción de mercancías o servicios por empresas constituidas en el Ecuador.  La CFN otorga préstamos de hasta 20 millones de dólares EE.UU. (empresas individuales) o 40 millones de dólares EE.UU. (grupos económicos);  los préstamos superiores a 2 millones de dólares EE.UU. deben ser aprobados por su Directorio.  La CFN concede los préstamos a través de intermediarios financieros, y los tipos de interés abonados por los prestatarios finales son hasta cuatro puntos porcentuales más elevados que los tipos de la CFN.  Los créditos en condiciones favorables de la CFN se ofrecen por plazo de un año, con desembolsos de hasta 180 días, a tipos de interés de entre el 7,5 y el 8,75 por ciento.
  Entre julio de 2009 y mayo de 2011, los créditos otorgados a través de DICOMEX a exportadores (e importadores) ascendieron en total a 53,67 millones de dólares EE.UU.
95. No hay programas estatales de seguro o garantía de las exportaciones en vigor.  La Superintendencia de Bancos y Seguros autoriza a entidades del sector privado a prestar esos servicios en las condiciones que prevalecen en el mercado.
  El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, prescribe el establecimiento de un mecanismo de seguro de crédito a la exportación gestionado por una institución financiera del sector público.

4) Otras medidas que afectan a la producción y al comercio

i) Tributación

96. Los impuestos indirectos siguen siendo la mayor fuente de ingresos fiscales del Ecuador (cuadro III.5).
  El principal impuesto indirecto es el impuesto al valor agregado (IVA), seguido de los derechos de aduana y el impuesto a los consumos especiales (ICE);  en 2010, los ingresos por concepto del IVA y el ICE aplicados a las importaciones representaron, respectivamente, el 42,6 y el 21,6 por ciento del total de los ingresos recaudados.
  Ese mismo año, los ingresos públicos no tributarios procedentes de las actividades del sector petrolífero representaron alrededor del 51 por ciento del total de los ingresos fiscales, frente al 38 por ciento aproximadamente en 2006.

Cuadro III.5

Estructura de los ingresos fiscales, 2005-2010

(Millones de dólares EE.UU. y porcentajes)

	
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010a

	Total de ingresos fiscales (millones de $EE.UU.)
	3.741
	4.244
	4.749
	6.570
	7.257
	8.654

	Impuestos directos
	26,6
	26,8
	28,2
	37,0
	36,3
	29,0

	Impuesto a la renta
	25,0
	25,2
	26,7
	35,6
	34,7
	27,2

	Impuesto sobre los bienes inmuebles
	1,6
	1,6
	1,5
	1,5
	1,6
	1,8

	Impuestos indirectos
	73,3
	73,1
	71,7
	62,9
	63,7
	67,7

	Impuesto al valor agregado (IVA)
	52,8
	52,5
	52,8
	43,0
	41,6
	43,3

	Impuesto a los consumos especiales (ICE)
	5,9
	6,1
	4,6
	7,2
	6,2
	6,1

	Derechos de aduana
	14,6
	14,6
	14,3
	12,0
	12,7
	13,3

	Impuesto a la salida de divisas
	0,0
	0,0
	0,0
	0,7
	3,2
	4,9

	Otros impuestos
	0,1
	0,1
	0,1
	0,1
	0,0
	3,3

	Pro memoria
	
	
	
	
	
	

	Ingresos del petróleo (millones de dólares EE.UU.)
	1.567
	1.603
	1.764
	4.642
	2.455
	4.410


a 
Cifras provisionales.

Fuente: 
Ministerio de Finanzas del Ecuador.

a)
Impuestos indirectos
Impuesto al valor agregado (IVA)

97. El IVA (impuesto al valor agregado sobre el consumo) se aplica a un tipo del 12 por ciento a la transferencia e importación de mercancías y servicios en cada una de las etapas de elaboración;  el Ecuador aplica el principio del destino.
  En general, la base imponible es el resultado del precio de venta menos los descuentos y bonificaciones normales concedidos a los compradores, el valor de los bienes y envases devueltos por el comprador y, cuando se trata de ventas a plazos, los intereses y las primas de seguros.  Para las importaciones, la base imponible es el resultado de la suma del valor c.i.f., los derechos arancelarios y cualesquiera otros impuestos, tasas, recargos o gastos que figuren en la declaración de importación y en los demás documentos pertinentes, incluido el ICE.  La importación y la venta nacional de determinados productos y servicios, así como sus exportaciones, están sujetos a un tipo nulo del IVA.
  Según la información en línea del SRI y el anterior examen de las políticas comerciales del Ecuador, la leche y los enlatados de atún, macarela, sardina y trucha producidos en el país siguen sujetos a un tipo nulo del IVA;  las autoridades han indicado que esta medida es anterior a la adhesión del Ecuador a la OMC y se han comprometido a adoptar medidas correctivas cuando revisen otros asuntos relacionados con los impuestos.

Impuesto a los consumos especiales (ICE)

98. El ICE es un impuesto especial que grava el consumo de determinados productos y servicios, sean nacionales o importados (cuadro III.6);  el ámbito de aplicación del ICE se ha ampliado a más productos y servicios, y sus tipos, algunos de los cuales han aumentado considerablemente desde el anterior examen de las políticas comerciales del Ecuador, van del 5 al 300 por ciento, según el producto.
  Las exportaciones están exentas del ICE.  La base imponible del ICE es el precio de venta fijado por el productor nacional o el importador menos el IVA, o, en el caso de las bebidas alcohólicas, el valor de referencia establecido por el SRI.  El precio de venta resultante no debe ser inferior a la suma del valor ex fábrica o el valor ex aduana y un margen "presuntivo" de comercialización del 25 por ciento.  Según las autoridades, se aplican los mismos márgenes de comercialización a los productos nacionales y a los extranjeros.  El precio al por menor de los productos sujetos al ICE debe estar marcado en las etiquetas de esos productos.  Las autoridades han indicado que en el curso de 2011 se realizará una reforma fiscal encaminada a convertir los tipos ad valorem del ICE aplicables a las bebidas alcohólicas y los productos de tabaco en tipos compuestos o específicos;  los tipos han de guardar proporción con el contenido alcohólico de la bebida.
Cuadro III.6

Tipos del ICE, por producto, 2004 y 2011

	Producto
	2004
	2011

	99. 
	Número de fracciones de 10 dígitos sujetas al ICE (partida arancelaria correspondiente)
	Tipo
(%)
	Número de fracciones de 10 dígitos sujetas al ICE (partida arancelaria correspondiente)
	Tipo
(%)

	Cigarrillos
	
	
	4 (2402)
	150

	Rubios
	1 (2402)
	77,25
	
	

	Negros
	1 (2402)
	18,54
	
	

	Cerveza
	1 (2203)
	30,9
	1 (2203)
	30

	Bebidas gaseosas
	1 (2201)
1 (2202)
	10,3
	1 (2201)
2 (2202)
	10


	Alcohol y productos alcohólicos distintos de la cerveza
	5 (2204)
2 (2205)
1 (2206)
2 (2207)
16 (2208)
	26,78
	5 (2204)
2 (2205)
1 (2206)
2 (2207)
16 (2208)
	40


	Perfumes y aguas de tocador
	
	
	1 (3303)
	20

	Videojuegos
	
	
	1 (9504)
	35

	Armas de fuego, armas deportivas y municiones
	
	
	1 (9301)
2 (9303)
7 (9306)
	300


	Lámparas incandescentes
	
	
	5 (8539)
	100

	Vehículos automóviles de transporte terrestre de hasta 3,5 t de carga
	1 (8702)
9 (8703)
4 (8704)
7 (8705)
6 (8711)
	5,15
	
	

	Vehículos automóviles de transporte terrestre de hasta 3,5 t de carga, como sigue:
	
	
	
	

	Furgonetas con un precio de venta al por menor de hasta 30.000 dólares EE.UU.
	
	
	1 (8702)
	5

	Vehículos automóviles con un precio de venta al por menor de hasta 20.000 dólares EE.UU.
	
	
	9 (8703)
	5

	Vehículos automóviles distintos de las furgonetas con un precio de venta al por menor superior a 20.000 dólares EE.UU. y que no sobrepase 30.000 dólares EE.UU.
	
	
	4 (8704)
	15

	Vehículos automóviles con un precio de venta al por menor superior a 30.000 dólares EE.UU. y que no sobrepase 40.000 dólares EE.UU.
	
	
	7 (8705)
	25

	Vehículos automóviles con un precio de venta al por menor superior a 40.000 dólares EE.UU.
	
	
	6 (8711)
	35

	Aviones, avionetas, helicópteros, motos acuáticas, tricares, cuadrotes, yates y barcos de recreo
	1 (8703)
7 (8802)
1 (8901)
4 (8903)
	10,3
	1 (8703)
7 (8802)
1 (8901)
4 (8903)
	15

	Servicios relacionados con casinos, salas de casino, salas de juego (máquinas de bingo) y otros servicios de juegos de azar
	n.a.
	
	n.a.
	35

	Derechos, cuotas, participaciones y similares cargados a los miembros y usuarios de los clubes sociales por servicios prestados, por un monto total que sobrepase 1.500 dólares EE.UU. anuales
	n.a.
	
	n.a.
	35

	Servicios de telecomunicaciones y radioeléctricos
	n.a.
	15,0
	
	-

	Servicios de televisión de pago
	
	
	n.a.
	15


n.a.
No se aplica.

Nota:
Fundamento jurídico:  Ley de Régimen Tributario Interno.

Fuente:
Información proporcionada por el SENAE;  y OMC (2005), Examen de las Políticas Comerciales:  Ecuador, Ginebra.

b)
Impuestos directos
100. Las empresas ecuatorianas y extranjeras con sucursales locales en el Ecuador están sujetas al impuesto a la renta de las sociedades a un tipo del 25 por ciento, que se reduce hasta el 15 por ciento si la empresa adquiere nuevos equipos y/o maquinaria.  Ese impuesto se aplica sobre los beneficios de la empresa una vez distribuido el 15 por ciento entre los empleados, tal como exige la ley.  El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, incluye una disposición por la que el tipo del impuesto a la renta de las sociedades se reducirá un 1 por ciento cada año hasta que alcance el 22 por ciento en 2013.  Desde diciembre de 2007 se aplica un impuesto sobre beneficios imprevistos del 70 por ciento, sobre una base mensual (desde enero de 2010), a los ingresos extraordinarios generados por las empresas que han firmado contratos con el Gobierno para la exploración y explotación de recursos no renovables (por ejemplo, minería y petróleo)
;  ese impuesto se considera un gasto deducible a efectos del impuesto a la renta.  Además de esos impuestos, desde la aprobación de la Ley de Minería de 2009 (capítulo IV 3)), todos los concesionarios de minas pagan una regalía mínima del 5 por ciento sobre las ventas de todos los minerales principales y secundarios.

c)
Incentivos fiscales
101. En diciembre de 2010, además de las concesiones fiscales examinadas anteriormente (secciones 2) iv) e) y 3) iv)), en virtud del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones se introdujeron tres tipos de incentivos fiscales para promover la inversión en las actividades de producción nacional para diversos fines, entre ellos la sustitución de las importaciones.
  El Código clasifica los incentivos fiscales en tres categorías, a saber:  generales, sectoriales y para zonas deprimidas.

102. Los incentivos generales son los siguientes:  la reducción progresiva de tres puntos porcentuales del impuesto a la renta;  incentivos para las zonas especiales de desarrollo económico (sección 3) iv) d));  deducciones adicionales para el cálculo del impuesto a la renta para fomentar la mejora de la productividad, la innovación y la producción eco-eficiente;  facilidades de pago en tributos al comercio exterior;  la deducción para el cálculo del impuesto a la renta de la compensación adicional para el pago del salario digno;  la exoneración del impuesto a la salida de divisas para las operaciones de financiamiento externo (sección 2) v) d));  la exoneración del requisito de pago anticipado del impuesto a la renta durante cinco años para toda inversión nueva en sectores prioritarios predeterminados y ciertos sectores de sustitución de las importaciones (capítulo II 2) b))
;  y la reforma al cálculo del anticipo del impuesto sobre la renta.
103. Los incentivos sectoriales y para el desarrollo regional equitativo se aplican a los sectores que contribuyan al cambio a la "matriz energética" (es decir, a la diversificación de las fuentes de energía), a la sustitución estratégica de importaciones, al fomento de las exportaciones, así como al desarrollo rural de todo el país, y las zonas urbanas.  Consisten en la exoneración total del impuesto a la renta durante cinco años a las inversiones nuevas en los sectores prioritarios predeterminados.
104. Se concede un incentivo adicional consistente en la deducción del 100 por ciento del costo de contratación de nuevos trabajadores, durante cinco años, a la inversión en zonas deprimidas.
105. Todos estos incentivos se aplican a través de Decretos Ejecutivos emitidos en abril y mayo de 2011
;  en ellos se facilitan detalles de los sectores prioritarios para la realización de nuevas inversiones y de los sujetos a sustitución estratégica de las importaciones (capítulo II 2) y 5)).  Según estudios preliminares, se estiman que con estas medidas se dejarán de percibir ingresos fiscales equivalentes a 336 millones de dólares EE.UU., cantidad que habrá de recuperarse a partir de 2014 mediante los ingresos fiscales que generen las nuevas inversiones.  Las autoridades son conscientes de que esos mecanismos rara vez son rentables, por lo menos a corto plazo.

106. Tras la modificación de la Ley de Finanzas Públicas y la Ley de Régimen Tributario Interno, en 2010 se suspendieron los incentivos fiscales previstos en la Ley de Turismo para los nuevos proyectos de turismo.
  Actualmente, los únicos incentivos ofrecidos al sector del turismo son los establecidos en la Ley de Régimen Tributario Interno de 2010, es decir, la devolución del IVA pagado por turistas y del pagado en relación con servicios prestados al sector.  No se dispone de datos sobre los beneficiarios o los beneficios (por ejemplo, empleo o actividades comerciales generadas) de esos incentivos ni estimaciones de los ingresos fiscales no percibidos, ya que, según las autoridades, esos incentivos no se han utilizado nunca.

ii) Otras formas de ayuda a la producción
107. De conformidad con sus notificaciones más recientes a la OMC, el Ecuador no concedió ninguna subvención específica en el sentido del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias ni subvenciones a la exportación de productos agropecuarios hasta 2009.

108. Además de los incentivos fiscales que ofrece en el marco de sus regímenes de promoción de la elaboración para la exportación y demás regímenes aduaneros especiales (secciones i) c), 2) iv) e) y 3) iv)), el Ecuador sigue facilitando incentivos no fiscales mediante donaciones y préstamos en condiciones favorables.

a)
Programas de préstamos
109. El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de 2010, prevé la introducción de programas para financiar, a tipos de interés preferenciales, la concesión de préstamos de capital de explotación a largo plazo y la participación de los trabajadores en el capital de su empresa.
  Esos préstamos deberá financiarlos la CFN (sección 3) vi)).  No se dispone de datos sobre el costo estimado de estos préstamos.

110. Existen varios programas de préstamos a los que se puede acceder a través de las principales instituciones públicas que los administran, a saber, la CFN (sección 3) vi)) y el Banco Nacional de Fomento (BNF).  La CFN concedió préstamos en el marco de sus programas de crédito directo, capital de trabajo y multisectorial (actividades a pequeña escala).  Los períodos de gracia, la cuantía y los tipos de interés dependen del programa, el tipo de inversión y el tamaño de la empresa.  Los tipos de interés preferenciales varían entre el 8,75 y el 11,5 por ciento;  esos tipos pueden ser hasta 16,06 puntos porcentuales inferiores a los tipos comerciales.
  La financiación patrocinada por el Gobierno a través de la CFN incluye créditos al comercio, la pesca, el comercio exterior, la vivienda, la industria, la minería, los servicios, la pequeña industria y la artesanía, el turismo y el transporte.  Las líneas de crédito de la CFN destinadas a esas actividades han sido limitadas:  el Gobierno las aumentó de 425,9 millones de dólares EE.UU. en 2008 a 486,9 millones en 2009, y a 506,2 millones en 2010.  El BNF también facilita créditos a los sectores productivos del país, en particular la agricultura, la pesca y la artesanía.  Los tipos de interés preferenciales del BNF en el marco de sus múltiples programas varían entre el 5 y el 11 por ciento;  esos tipos pueden ser hasta 20,5 puntos porcentuales inferiores a los tipos comerciales.
  Entre 2005 y 2010, el importe de la cartera de préstamos del BNF se quintuplicó, al aumentar de 145,3 millones a 735,6 millones de dólares EE.UU.  Desde marzo de 2007, el Gobierno también ha ofrecido el crédito denominado 5-5-5, que consiste en un crédito a cinco años por un importe de 5.000 dólares EE.UU., concedido a un tipo de interés del 5 por ciento y subvencionado por el BNF.  El programa se creó con la intención de beneficiar a 1 millón de microempresarios;  sin embargo, según datos del BNF, solamente había beneficiado a 12.019 personas en 2009 y a 9.384 en el ejercicio que finalizó en agosto de 2010.

b)
Donaciones
111. Desde octubre de 2010, la Secretaría Nacional de Ciencia y Tecnología (SENACYT) ha financiado hasta en el 100 por ciento la compra de equipo y los pagos al personal de investigación de entidades públicas y empresas privadas.
  La última convocatoria abierta de la SENACYT dirigida a universidades, institutos politécnicos y grupos de investigación tuvo lugar en 2008 y se centró en proyectos de investigación en seis esferas estratégicas (desarrollo humano, energía, desarrollo agrícola, medio ambiente, recursos naturales, y tecnología de información y comunicaciones).  Como resultado, se aprobaron 68 proyectos, que representaron un desembolso total de 59,8 millones de dólares EE.UU.  Esos proyectos generaron inversiones por valor de 9,4 millones de dólares EE.UU. en 2008, 26 millones de dólares EE.UU. en 2009 y 16 millones de dólares EE.UU. en 2010.

c)
Otras
112. De conformidad con sus notificaciones a la OMC, desde 2006 el Ecuador no ha facilitado ayuda interna a sus productores agropecuarios, exceptuando una subvención por valor de 103 millones de dólares EE.UU. destinada a la compra de insumos agroquímicos en el marco del programa Socio Siembra durante los años 2008 y 2009.
  Los productores nacionales de banano se benefician de un precio de sustentación que los exportadores han de respetar (sección 3) ii)), si bien parece que, en ocasiones, los exportadores de banano pagan un precio inferior al fijado por la ley ya que el Ecuador siempre produce más de lo que puede exportar.

113. En el marco de un Plan de Renovación del Parque Automotor (RENOVA, capítulo IV 5) i)), entre 2007 y finales de septiembre de 2010 se permitió la entrada con franquicia arancelaria a las importaciones de 11.425 juegos de piezas completamente desmontados de vehículos de transporte público (por ejemplo, furgonetas, camiones, autobuses y vehículos de pasajeros).  Además, los operadores nacionales de montaje de automóviles se comprometieron a vender sus vehículos destinados al transporte público de personas y mercancías a precios preestablecidos.
  La CFN facilitó préstamos en condiciones favorables para financiar la compra de esos vehículos a un tipo del 9 por ciento.  Entre 2008 y 2010 se desembolsaron 80,8 millones de dólares EE.UU. para aplicar el Plan RENOVA, destinado a eliminar los vehículos que se hubieran utilizado durante más de 30 años.

114. Las subvenciones se asignan aplicando una política de fijación de precios reducidos que afecta a los productos alimenticios básicos y los servicios públicos (sección iii) b)).  Según las autoridades, las tarifas/precios preferenciales subvencionados del combustible y la electricidad se aplican horizontalmente, es decir, se extienden a toda la población en vez de dirigirse a actividades específicas;  entre 2006 y 2010, el costo de las subvenciones de los precios del combustible (precio de venta muy inferior al precio de compra/importación) varió de 1.300 millones de dólares EE.UU. (2009) a 2.100 millones de dólares EE.UU. (2010).  Las tarifas de la electricidad para los usuarios residenciales de menor consumo de energía y para las actividades agropecuarias, industriales y comerciales han sido objeto de subvenciones cruzadas, en parte mediante la aplicación de tarifas más elevadas a los consumidores residenciales  cuyo consumo es mayor (por ejemplo, 0,089-0,095 dólares EE.UU./kwh, según la empresa) (capítulo IV 4) ii) y cuadro IV.5);  los costos presupuestarios de los precios subvencionados de la electricidad ascendieron a 259,3 millones de dólares EE.UU. en 2009 y 255,8 millones de dólares EE.UU. en 2010.

115. El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, establece un marco amplio para el desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES).
  El Código define las MIPYMES y prescribe que, a fin de apoyar sus actividades, se utilicen las prácticas de contratación pública establecidas en el marco del Sistema Nacional de Contratación Pública (SNCP) (sección 2) ix)).
  La ayuda otorgada a las MIPYMES está encaminada, entre otras cosas, a reducir las diferencias entre empresas y sectores en cuanto a productividad y capacidad de exportación, e integrar/incluir su creciente fuerza laboral en el mercado de trabajo formal.
  Esa ayuda se presta en forma de programas de financiación de actividades de preinversión (por ejemplo, proyectos de diagnóstico), infraestructura relacionada con la producción y asistencia técnica;  en 2010, la inversión pública en esos programas fue superior a 250 millones de dólares EE.UU.  En 2011 se estableció un Registro Único de MIPYMES (RUM), y, para facilitar el acceso al crédito, se prevé la creación de un Fondo Nacional de Garantías.
  No se dispone de datos sobre la contribución de las MIPYMES al PIB, el empleo total o el comercio exterior.

116. En el marco de la Agenda para la Transformación Productiva correspondiente a 2010 (ATP)
, se establecieron tres nuevos programas para empresas de los 14 sectores prioritarios (sección i) c)).
  El Programa EmprendEcuador tiene por objeto ayudar a 240 empresas a convertirse en medianas empresas proporcionándoles capital semilla por una cuantía de hasta 50.000 dólares EE.UU.  El Programa CreEcuador está destinado a la inversión temporal en actividades en las que es muy necesaria esa inversión para aumentar la producción y la infraestructura relacionada con la producción.  El Programa InnovaEcuador tiene por finalidad invertir hasta 300.000 dólares EE.UU. para que las empresas de los sectores prioritarios puedan utilizar tecnología de gran impacto.

117. Se considera que las políticas de innovación y la tecnología son los pilares de una competitividad sistémica e internacional.
  En los últimos años, las autoridades han triplicado la inversión pública en investigación y desarrollo;  se proponen aumentar esa inversión, que actualmente representa el 0,44 por ciento del PIB, al 1 por ciento del PIB para 2013.  Tan sólo el 39 por ciento de las exportaciones ecuatorianas de productos distintos del petróleo consiste en manufacturas;  en el marco de la ATP (capítulo II 2) y 5)), las autoridades tienen como objetivo aumentar esa cifra al 50 por ciento para 2013, mediante la mejora de la innovación y la productividad.
iii) Política de competencia, precios y protección del consumidor

a)
Política de competencia
118. En virtud de la Constitución de 2008, el Estado puede regular, controlar e intervenir, cuando sea necesario, en los intercambios y transacciones económicas;  puede asimismo sancionar la explotación, usura, acaparamiento, intermediación especulativa de los bienes y servicios, así como toda forma de perjuicio a los derechos económicos y a los bienes públicos y colectivos.
  El Estado también puede definir una política de precios orientada a proteger la producción nacional, y establecer los mecanismos de sanción para evitar cualquier práctica de monopolio u oligopolio
, o de abuso de posición de dominio en el mercado y otras prácticas de competencia desleal.  La Constitución de 2008 permite al Estado controlar las siguientes esferas estratégicas de la economía, entre otras:  telecomunicaciones, recursos naturales, transporte, refinación de hidrocarburos, espectro radioeléctrico y suministro de agua, por lo que esas actividades se eximen explícitamente del cumplimiento de cualesquiera normas de competencia.
  Además, la legislación posterior que ha de aprobarse en 2011 (véase infra) puede hacer extensivas esas exenciones a esferas consideradas estratégicas.  Según las autoridades, las empresas públicas están sujetas a las normas de competencia.

119. El marco jurídico de la Comunidad Andina (Decisiones Nos 608 y 616 infra) y el Decreto Ejecutivo Nº 1614-2009 constituyen el único conjunto amplio de normas para aplicar la política de competencia a nivel nacional.  Durante el período objeto de examen no se introdujeron cambios en la legislación nacional que incluye las disposiciones generales sobre política de competencia.  Si bien en diversas leyes nacionales se abordan las cuestiones generales en materia de competencia, no existe una única ley general de competencia.  La Ley de Comercio Exterior e Inversiones prohíbe cualesquier práctica o disposición que limite la libre competencia.  La Ley de Compañías prohíbe el establecimiento de compañías "que tienden al monopolio de las subsistencias o de algún ramo de cualquier industria, mediante prácticas comerciales orientadas a esa finalidad".
  Varias leyes de ámbito sectorial también contienen disposiciones sobre política de competencia.

120. No hay leyes antimonopolio nacionales significativas en vigor.  El sector del transporte es la excepción a esa ausencia general de reglamentación antimonopolio, y la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre prohíbe específicamente a cualquier empresa la prestación de servicios de transporte conjunto de pasajeros y carga.  En julio de 2011 estaba a punto de presentarse a la Asamblea Nacional un proyecto de Ley de Control de Poder de Mercado que prevé el establecimiento de una Superintendencia de Control de Poder de Mercado autónoma, el control de la concentración económica anticompetitiva, y la prohibición -y las sanciones en su caso- del abuso de posición dominante, los arreglos que restrinjan la competencia y las prácticas/comportamiento de competencia desleal.  La Ley se aprobará en 2011.
  Entretanto, permanecen en vigor las normas antimonopolio de la Comunidad Andina (Decisión Nº 608, véase infra).

121. Las fusiones tienen trato de operaciones entre empresas.
  La legislación se aplica por igual a las fusiones entre empresas de la misma rama de producción y a las de empresas de distintas ramas de producción.  Antes de una fusión, una o ambas empresas deben aprobar su disolución y proceder a la votación para aprobar la fusión en una junta general extraordinaria de accionistas.  Un juez, o el superintendente de Compañías, debe dar fe pública de la fusión.  Hay pocos precedentes de litigios en esa esfera.  Durante el período objeto de examen, las principales fusiones tuvieron lugar respecto de actividades controladas por el Estado, por ejemplo, en el sector de las telecomunicaciones.
122. En consonancia con las disposiciones constitucionales pertinentes, en noviembre de 2008, las autoridades se propusieron crear una comisión para investigar los oligopolios y monopolios de los medios de comunicación
;  en una auditoría de las concesiones de emisoras de radio patrocinada por el Gobierno se estableció que numerosas frecuencias se habían concedido de forma ilegal y se devolverían al Estado.
  Las autoridades no han facilitado información sobre los progresos al respecto (por ejemplo, en cuanto a comisiones y frecuencias).
123. La política de competencia forma parte de las responsabilidades del MIPRO.  Desde el 27 de marzo de 2009, la Dirección de Competencia de la Subsecretaría de la Competencia y Defensa del Consumidor del MIPRO ha sido la autoridad encargada de investigar los asuntos relacionados con la competencia y ha realizado algunos estudios sectoriales (por ejemplo, sobre el sector de los productos farmacéuticos, sección b)).  Las autoridades han indicado que su personal está muy cualificado y recibe formación continua de organismos extranjeros similares (por ejemplo, en los Estados Unidos y España).
  En algunos casos, la legislación sectorial prevé el establecimiento de organismos de regulación con responsabilidades en materia de política de competencia (como en el sector de las telecomunicaciones).
  No obstante, dada la ausencia de un órgano específicamente encargado de la aplicación de todo el abanico de disposiciones existentes sobre política general de competencia en las distintas leyes, podría ser difícil lograr su cumplimiento.  En 2010 se dictaron sentencias absolutorias sobre un asunto relacionado con seguros (SOAT) y dos prácticas de fijación de precios aplicadas por una línea aérea nacional (LAN Ecuador);  y se impusieron sanciones a Pfizer, empresa de productos farmacéuticos, por conducta anticompetitiva.  En julio de 2011 había 18 asuntos abiertos o en curso de investigación preliminar por la autoridad del Ecuador encargada de la política de competencia.

124. En el marco de la Comunidad Andina, el Ecuador es signatario de la Decisión Nº 608, que se aplica en el caso de prácticas que afectan a la competencia en más de un país miembro
;  desde 2009, este marco normativo se aplica también a las cuestiones de competencia a nivel nacional.  En particular, la Decisión busca prevenir o corregir distorsiones de la competencia derivadas de prácticas restrictivas concertadas o abusos de posición de dominio, incluidas:  la fijación de precios;  la limitación de la producción, distribución, exportación, importación, desarrollo técnico e inversiones;  el reparto de mercados;  el no abastecimiento de insumos a empresas con las que se compite por el mercado del producto final;  y la subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias.  La Decisión Nº 608 no abarca las fusiones.  Su aplicación es responsabilidad de la Secretaría General de la Comunidad Andina, que está facultada para llevar a cabo investigaciones a solicitud de los países miembros o de las empresas afectadas.

b)
Política de precios
125. En la Constitución de 2008 se establece una política de precios.  La Ley Orgánica de Defensa del Consumidor autoriza al Presidente de la República a que, "en casos especiales de excepción", regule temporalmente los precios de bienes y servicios.  El Presidente puede ejercer dicha facultad "cuando la situación económica del país haya causado una escalada injustificada de precios", entre otros casos.
  Todos los precios controlados en virtud de esa Ley deben revisarse cada seis meses o cuando así lo solicite una parte interesada.  En virtud de esa misma Ley se exige que, al establecer los precios, se tengan en cuenta los efectos que la medida de control pudiera tener sobre la oferta.

126. Desde 2007 el Ecuador ha intensificado un tanto las medidas de fijación de precios para varios artículos de consumo y servicios públicos sensibles;  la aplicación de esa política hizo necesario recurrir a subvenciones.
  Las autoridades han indicado que, para hacer frente al aumento de los precios mundiales de los productos básicos en 2008, se fijaron temporalmente los precios de alimentos básicos como la leche, la harina de trigo, el arroz y los productos agroquímicos;  desde 2008 no se han vuelto a fijar los precios de esos productos.  Entre agosto y octubre de 2008, el Gobierno también fijó los precios máximos de los fideos, el azúcar, el atún, el aceite vegetal, la avena y el pollo.
  Antes de 2007, los bananos, el café, el cacao, los combustibles y los productos farmacéuticos tenían precios controlados.  Las tarifas eléctricas y telefónicas siguen sujetas a controles oficiales de precios (sección ii) c)).  En cambio, todos los tipos de gas de cocina, el diésel, la gasolina y el transporte público siguen subvencionados.  Los mayoristas, minoristas y distribuidores de gasolina obtienen un beneficio bruto combinado máximo del 13 por ciento, inferior al 18 por ciento de 2003.  Los precios de los medicamentos han permanecido congelados desde 2005;  el Ministerio de Salud Pública establece los precios de los nuevos medicamentos a medida que se introducen en el mercado.
  Las autoridades no han facilitado datos completos sobre el funcionamiento y los costos presupuestarios anuales de las subvenciones mencionadas en este párrafo y utilizadas para apoyar la política de precios del Ecuador desde 2005.

127. Aunque no se han realizado estudios sobre el nivel de competencia de la economía del Ecuador, en 2009 se elaboraron 16 estudios de mercado, preparados principalmente por la Dirección de Defensa del Consumidor (DIDECO);  la mayoría de esos estudios se centraron en la evolución de los precios en el mercado nacional de la carne de vacuno, el pan, la sal de mesa, el azúcar, los sustitutos de la leche materna, los medicamentos y los repuestos para vehículos automóviles.

c)
Protección del consumidor
128. La Ley Orgánica de Defensa del Consumidor establece los derechos básicos de los consumidores, las obligaciones del vendedor, los requisitos básicos en materia de información sobre productos (por ejemplo, la información que contienen las etiquetas), la normativa sobre concesión de créditos, los procedimientos judiciales y las sanciones.  La Ley prohíbe determinados tipos de publicidad y prácticas de venta.
  A partir de 2009, las cuestiones relativas a la protección del consumidor se han encomendado a la Subsecretaría de la Competencia del MIPRO, en particular a la DIDECO.
  La DIDECO facilita a los consumidores ayuda en línea o mediante llamadas telefónicas gratuitas.  Desde 2009 se ha ocupado de 473 reclamaciones relacionadas con las siguientes cuestiones:  incumplimiento de garantía;  indicación de precios al por menor;  servicios no solicitados;  facturación de consumo excesivo;  publicidad engañosa;  y prácticas prohibidas que afectan a las telecomunicaciones, los aparatos eléctricos, los productos de la industria del automóvil, el turismo, las finanzas, la salud, los alimentos y el transporte aéreo.

iv) Entidades públicas
129. En virtud de la Constitución de 2008 parecen haberse invertido los anteriores propósitos de privatización y se ha hecho más hincapié en la intervención del Estado en las actividades económicas estratégicas.
  La Constitución prescribe el establecimiento de empresas públicas para la gestión de sectores estratégicos, la prestación de servicios públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo de otras actividades económicas.
  También prevé concesiones en sectores estratégicos a las denominadas empresas mixtas en las que el Estado tiene participación mayoritaria, si bien esas disposiciones pueden eludirse en situaciones excepcionales
 en que pueden participar empresas del sector privado o de la "economía popular y solidaria", de conformidad con las disposiciones de la legislación pertinente.  Los esfuerzos de privatización desplegados en el pasado (capítulo IV 6) i)) se reflejaron en la Ley de Modernización del Estado y la Ley para la Transformación Económica del Ecuador;  estas leyes han sido derogadas.

130. Las autoridades han indicado que en los últimos decenios se ha producido un debilitamiento de la función del Estado, sustentado por una tendencia a la privatización;  este proceso ha distorsionado el concepto de bien público y ha intensificado la desigualdad social.  De conformidad con el Plan Nacional para el Buen Vivir (capítulo II 2) y 5)), el Estado debe garantizar el funcionamiento adecuado del mercado, y tiene un papel privilegiado en la distribución y provisión universal de un conjunto de bienes y servicios públicos.  En consonancia con este objetivo, el Gobierno ha emprendido un proceso encaminado a recuperar y fortalecer la capacidad del Estado para planificar, regular, controlar y redistribuir la riqueza.  Según las autoridades, con la restauración del papel del Estado en la economía y el fortalecimiento de sus instituciones se establecen las condiciones adecuadas para la expansión económica.  La definición de prioridades y una estrategia de desarrollo preparan el terreno para cambiar las pautas de producción del Ecuador y para alcanzar los objetivos del "Buen Vivir".  Un elemento fundamental para el desarrollo del Ecuador es la inversión pública (capítulo I 1), 2), y 3) ii)), especialmente la dirigida a sectores estratégicos e infraestructura pública, principal requisito para aumentar la producción y la calidad de los bienes y servicios.

131. La Ley Orgánica de Empresas Públicas, aprobada en 2009
, tiene por finalidad, entre otras cosas, asegurar el cumplimiento por las empresas públicas de los objetivos que establezca el Estado, así como regular su autonomía económica, financiera, administrativa y de gestión.  En virtud de esa Ley se crea el marco jurídico para que el Estado establezca ayudas, subvenciones u otras ventajas de carácter temporal en beneficio de determinados sectores económicos y sociales.  De conformidad con la Ley, se insta a las empresas públicas a que generen beneficios mediante sus actividades económicas.  Para expandirse, esas empresas deben tener acceso a tecnologías avanzadas y lograr objetivos de productividad en todas las esferas de sus operaciones.  Las empresas públicas se benefician del mismo régimen fiscal que las entidades del sector público, con inclusión de la exención del impuesto a la renta y el reembolso del IVA respecto de las compras de bienes y servicios nacionales o importados.
  La Ley también se ocupa de las fusiones y las liquidaciones de empresas públicas, así como de cuestiones específicas que afectan a determinadas empresas públicas, por ejemplo, en los sectores de la electricidad y las telecomunicaciones.

132. La participación del Estado en la producción y el comercio de bienes y servicios sigue siendo significativa y se está fortaleciendo (por ejemplo, con respecto a las telecomunicaciones y los recursos naturales) como resultado de modificaciones constitucionales y legislativas.
  En julio de 2011 había 299 empresas públicas (incluidas 185 empresas municipales), entre ellas PETROECUADOR, FLOPEC y TAME (capítulo IV 4) i) y 6) v)).  El Estado también participaba en otras empresas que operaban en sectores muy diversos, incluidos los siguientes:  cemento;  electricidad;  telecomunicaciones;  radiodifusión;  transporte;  turismo;  servicios financieros;  minería;  refinación de petróleo;  agua y alcantarillado;  productos agropecuarios;  y manufacturas diversas (por ejemplo, productos farmacéuticos).  El presupuesto de las transferencias financieras a las empresas de públicas para el año 2011 no es inferior a 63,5 millones de dólares EE.UU.
  Entre 2006 y 2010, las exportaciones efectuadas por entidades públicas aumentaron de 29,6 millones a 9.500 millones de dólares EE.UU.;  las principales entidades exportadoras en 2010 fueron PETROECUADOR, TAME, el BNF y ECUDOS (refinería de azúcar).  Las importaciones realizadas por entidades públicas también aumentaron:  de 249,2 millones a 1.700 millones de dólares EE.UU.;  las principales entidades importadoras fueron PETROECUADOR, FLOPEC y la compañía eléctrica CELEC.  Las autoridades no han facilitado datos sobre la contribución de las empresas públicas al PIB o el empleo.

133. De conformidad con su notificación a la OMC, el Ecuador considera que desde 1996 no ha mantenido ninguna empresa comercial del Estado que corresponda a las definiciones pertinentes de la OMC.
  En el contexto del presente examen, las autoridades han reiterado que ninguna empresa pública o privada goza de privilegios exclusivos que influyan en el nivel o la dirección de las importaciones o exportaciones.

v) Derechos de propiedad intelectual

134. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, el Ecuador no ha modificado sus compromisos internacionales en materia de protección de los derechos de propiedad intelectual (DPI);  el Ecuador es parte en 9 de los 24 tratados administrados por la OMPI.
  Según las autoridades, dada la condición del Ecuador de país en desarrollo y beneficiario/usuario de propiedad intelectual de países desarrollados, no hay razón alguna para contraer más compromisos internacionales en esta esfera.

135. En la Constitución de 2008 se reforzó la protección de los DPI (especialmente los DPI nacionales) mediante la prohibición de toda forma de apropiación de conocimientos colectivos en el ámbito de las ciencias, tecnologías y saberes ancestrales;  se prohibió también la apropiación sobre los recursos genéticos que contuvieran la diversidad biológica y la agro-biodiversidad.
  Durante el período objeto de examen no se introdujo ningún otro cambio en el marco jurídico del Ecuador relativo a los DPI.
  La Ley de Propiedad Intelectual de 1998 y su reglamento rigen la protección de los derechos de propiedad intelectual e industrial.
  Según las autoridades, la protección mínima de los DPI prevista en dicha Ley es muy amplia en comparación con la exigida por el Acuerdo sobre los ADPIC de la OMC.  La protección de la propiedad industrial también se regula mediante Decisiones de la Comunidad Andina.  Actualmente, las Decisiones pertinentes de la Comunidad Andina se aplican en todos los países de la subregión y prevalecen sobre la normativa nacional en caso de conflicto.  Por otra parte, las autoridades consideran que el Régimen Común sobre Propiedad Intelectual de la Comunidad Andina permite que el sistema de DPI se utilice como mecanismo de "desarrollo del pueblo", en consonancia con la flexibilidad prevista en el Acuerdo sobre los ADPIC.

136. El Ecuador ha presentado notificaciones y respondido a preguntas sobre su legislación en materia de DPI, aunque no ha presentado ninguna notificación a la OMC en esa esfera desde 2004.  Durante el período objeto de examen, el Ecuador participó activamente en la labor del Consejo de los ADPIC, en particular en el examen anual de la Decisión sobre la aplicación del párrafo 6 de la Declaración de Doha relativa al Acuerdo sobre los ADPIC y la Salud Pública, de 30 de agosto de 2003
, y se benefició de la asistencia técnica facilitada por la OMPI y la OECO en la esfera de los DPI, incluidas las cuestiones relacionadas con la biopiratería.

137. En 2009, el Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual (IEPI), que administra las patentes, las obtenciones vegetales, las marcas de fábrica o de comercio y los registros de derechos de autor, así como los procedimientos de observancia, se puso al día en la tramitación de las solicitudes pendientes de registro de marcas de fábrica o de comercio y redujo de dos años a tres meses el plazo normalizado de registro de una marca de fábrica o de comercio.  Se han digitalizado todos sus archivos de marcas de fábrica o de comercio y de patentes, y el IEPI trabaja para digitalizar por completo el proceso de solicitud.
a)
Propiedad industrial
Patentes

138. La Ley de Propiedad Intelectual del Ecuador otorga protección mediante patente a los productos o procesos durante 20 años, no renovables, contados a partir de la fecha de solicitud.  El plazo de protección de los dibujos y modelos industriales es de 10 años.  En caso de infracción, la carga de la prueba incumbe al presunto infractor.

139. Varias de las preocupaciones relativas a las patentes parecen estar relacionadas con los medicamentos de marca.  El Ecuador sigue aprobando la comercialización de nuevos medicamentos que son bioequivalentes a medicamentos patentados, con lo que priva de protección efectiva mediante patente a las empresas que crean medicamentos innovadores.  Con arreglo a una modificación del Código de la Salud, introducida a finales de 2006, se permite conceder registros sanitarios sin tener en cuenta si una medicación está o no patentada;  las autoridades han aclarado que el registro sanitario no constituye una garantía para la comercialización de un producto, que vincular el registro sanitario y la Oficina de Propiedad Intelectual no es un compromiso en el marco del Acuerdo sobre los ADPIC, y que intervienen dos ramas diferentes del derecho (público y privado).  De conformidad con la Ley de Producción, Importación, Comercialización y Expendio de Medicamentos Genéricos de Uso Humano de 2000 y su Codificación de 2005, las entidades gubernamentales sólo deben adquirir medicamentos genéricos, y se han reducido los márgenes de beneficio bruto de las farmacias sobre los medicamentos de marca hasta el 20 por ciento, en tanto que en el caso de los medicamentos genéricos esos márgenes se han mantenido en el 25 por ciento
;  además, las empresas farmacéuticas nacionales deben fabricar como mínimo un 20 por ciento de medicamentos genéricos y las farmacias están obligadas a dedicar un porcentaje determinado de la superficie de venta a los productos farmacéuticos genéricos.

Licencias obligatorias
140. El artículo 154 de la Ley de Propiedad Intelectual y la Decisión Nº 486 de la Comunidad Andina establecen las condiciones para conceder una licencia obligatoria.
  El Presidente puede someter la patente a licencia obligatoria por razones de interés público, emergencias o seguridad nacional, al tiempo que se reconocen los derechos del titular, incluido el derecho al pago de regalías.  El IEPI puede autorizar las licencias obligatorias en casos declarados judicialmente contrarios a la libre competencia, en particular cuando constituyan un abuso de posición dominante en el mercado por parte del titular de la patente.

141. En 2009, dos decretos, en uno de los cuales se invocaban las disposiciones pertinentes del artículo 31 del Acuerdo sobre los ADPIC y la Declaración de Doha relativa al Acuerdo sobre los ADPIC y la Salud Pública, de 2001, establecieron la expedición de licencias obligatorias para los medicamentos y los productos agroquímicos.
  La Resolución del IEPI Nº 10-04 P-IEPI, emitida el 15 de enero de 2010, proporciona información pormenorizada sobre el proceso y los requisitos a efectos de obtener licencias obligatorias para productos farmacéuticos patentados.  En abril de 2010, la Resolución del IEPI Nº 000001 DNPI IEPI (Licencias obligatorias) determinó que la licencia se concede para la fabricación, oferta en venta, venta o uso del producto, importación para uso de estos fines, y destinada al Uso Público No Comercial (es decir, hospitales públicos).  En junio de 2010, el Ecuador informó ampliamente al Consejo de los ADPIC de la OMC de las novedades relacionadas con los productos farmacéuticos.
  Se están elaborando reglamentos similares para los productos agroquímicos.  Dichas intervenciones se llevaron a cabo sobre la base de intereses nacionales en materia de salud;  se espera que den lugar principalmente a la reducción de los precios de los medicamentos y productos agroquímicos, pero también a un aumento de la producción nacional.  Según las autoridades, la Empresa Nacional Farmacéutica (Enfarma), de propiedad estatal, figura entre los solicitantes de licencias obligatorias.  Hasta diciembre de 2010 tan sólo se había firmado un acuerdo sobre licencias obligatorias, con la finalidad de producir ritonavir, un medicamento antirretroviral para luchar contra el virus del VIH/SIDA.  Esta licencia obligatoria se concedió el 14 de abril de 2010 a la empresa Eskegroup SA, distribuidora nacional de Cipla, un fabricante de productos farmacéuticos genéricos de la India, para lo que resta del período de vigencia de la patente, es decir, hasta el 30 de noviembre de 2014.
  Eskegroup pagará regalías a Abbott Laboratories (el titular de la patente) por el uso de la licencia obligatoria.  La licencia obligatoria ya ha generado ahorros para el Gobierno:  el Ministerio de Salud Pública ha realizado una compra de lopinavir y ritonavir que podría suponer un descuento de 150.000 dólares EE.UU. sobre la oferta original.

Importaciones paralelas

142. Durante el período objeto de examen, el Ecuador no utilizó el sistema de importaciones paralelas.  Al igual que en todos los demás países de la Comunidad Andina, la protección mediante patente no incluye el derecho de impedir a un tercero realizar actos de comercio respecto de un producto protegido por la patente, después de que ese producto se hubiese introducido en el mercado de cualquier país de la Comunidad Andina por el titular de la patente, o por otra persona con su consentimiento o económicamente vinculada a él.
  Cuando la patente proteja material biológico capaz de reproducirse, la patente no se extiende al material biológico obtenido por reproducción, multiplicación o propagación del material, siempre que la reproducción, multiplicación o propagación fuese necesaria para usar el material conforme a los fines para los cuales se introdujo en el comercio y que el material derivado de tal uso no se emplee para fines de multiplicación o propagación.
Marcas de fábrica o de comercio

143. La Ley de Propiedad Intelectual y las normas de la Comunidad Andina proporcionan protección a las marcas de fábrica o de comercio notoriamente conocidas.  Se permite el registro de las marcas de fábrica o de comercio por períodos renovables de 10 años, y la renovación se puede realizar desde los seis meses anteriores a la expiración del plazo hasta los seis meses posteriores.  El registro de una marca de fábrica o de comercio puede cancelarse sin el consentimiento del titular si no se ha utilizado durante un período de tres años.  Según el IEPI, actualmente hay menos registros de copias no autorizadas de marcas de fábrica o de comercio notoriamente conocidas.

b)
Derecho de autor
144. En virtud de la Ley de Propiedad Intelectual, las obras impresas y registradas gozan de protección durante la vida del autor más 70 años no renovables.  Los programas informáticos y el soporte lógico también están protegidos.  El registro del derecho de autor no es obligatorio.  De conformidad con la Ley Orgánica de Educación Superior de 2010, las empresas que distribuyan programas informáticos tienen la obligación de conceder tarifas preferenciales respecto de programas sujetos a licencias obligatorias utilizados por instituciones de educación superior con fines académicos;  estas instituciones están obligadas a incorporar el uso de programas con software libre.

c)
Observancia
145. El Ecuador considera que combatir la piratería y la falsificación es un objetivo legítimo, pero entiende que la observancia de los DPI es una herramienta para el desarrollo que debe limitarse a los compromisos establecidos en el Acuerdo sobre los ADPIC.  En su opinión, se debe intensificar la lucha contra la biopiratería en el sistema multilateral de comercio.

146. Pese a la existencia de un marco jurídico relativamente amplio y a los esfuerzos realizados por el IEPI, la aplicación de la ley a efectos de luchar contra las infracciones de los DPI sigue representando un problema.
  Según las autoridades, ello se debe a la falta de iniciativa por parte de la gran mayoría de los titulares de derechos para emprender acciones legales o administrativas;  por ejemplo, en las 27 acciones del IEPI encaminadas a la protección del derecho de autor de películas cinematográficas no participó ningún titular de derechos.  Hay comercio local de copias pirata de grabaciones de audio y vídeo y de programas de ordenadores, así como actividades de falsificación relacionadas con marcas comerciales de prendas de vestir.  Según un estudio realizado en mayo de 2010 por Business Software Alliance (BSA) e International Data Corp (IDC), en el Ecuador la tasa de piratería de programas informáticos era del 67 por ciento en 2009, un 1 por ciento superior a la de 2008
;  dicha tasa ocupaba el sexto puesto entre las menores de América Latina, pese a ser 4 puntos porcentuales superior a la tasa media en la región.  En el estudio se estimaba que el valor comercial de las mercancías pirata había aumentado de 35 a 65 millones de dólares EE.UU., lo que equivale al 1 por ciento del valor de las mercancías pirata en América Latina.

147. La policía nacional y el SENAE se encargan de hacer cumplir las órdenes de observancia de los DPI, aunque en ocasiones ha resultado difícil ejecutar las órdenes judiciales.  Entre 2007 y abril de 2011 tuvieron lugar más de 1.000 operaciones de observancia en frontera;  la mayoría se realizó de oficio, sin la presencia de los titulares de los derechos afectados (debido a su aparente falta de interés), lo que complicó la tarea del IEPI y el SENAE de determinar las infracciones de DPI.  La mayor parte de las medidas de observancia en frontera afectan a la infracción del derecho de autor;  por ejemplo, en 2010, de un total de 189 casos, 104 eran infracciones del derecho de autor.  El IEPI puede adoptar medidas para lograr la observancia mediante un proceso administrativo que puede dar lugar a la imposición de sanciones y/o el decomiso por el SENAE de mercancías falsificadas.  Desde 2005, las acciones administrativas del IEPI han abarcado, en promedio, 50 asuntos cada año;  la mayoría se inició a solicitud de los titulares de los derechos.  Desde 2010, el IEPI ha adoptado medidas de oficio para identificar y combatir los principales canales de comercialización de copias ilícitas de productos audiovisuales.  Como consecuencia de una redada realizada conjuntamente con el SRI, a mediados de 2011 se cerraron 165 tiendas que vendían mercancías falsificadas o pirateadas.

148. En el marco de su Plan Estratégico contra la Piratería, desde 2009 el IEPI ha adoptado medidas para reducir la piratería del derecho de autor.  Ese Plan incluye campañas de sensibilización del público y divulgación de información sobre cuestiones de DPI entre entidades de los sectores público y privado;  sus actividades abarcan la participación en diversas ferias y eventos.  La Campaña Ecuador Original está encaminada, entre otras cosas, a promover el conocimiento de los efectos de la compra de bienes producidos ilícitamente.  La Campaña Ecuador Crea está dirigida a todas las partes interesadas y hace hincapié en la función que desempeñan los ciudadanos en la protección de los DPI como elemento de desarrollo económico y social del país.  Por otra parte, el IEPI ha impartido formación relacionada con el derecho de autor adaptada a las necesidades de las entidades públicas, como la Policía Judicial, la Fiscalía General del Estado y el SENAE.  Como consecuencia de la mayor sensibilización, el número de registros de derechos de autor aumentó de 2.473 en 2009 a 3.508 en 2010;  asimismo, el número de solicitudes de acciones relacionadas con el derecho de autor aumentó progresivamente de 6 en 2005 a 42 en 2010.

149. Los tribunales constituyen el foro habitual para solucionar las diferencias, pese a la existencia del Comité de Propiedad Intelectual, que es un tribunal designado específicamente para abordar las diferencias sobre DPI cuando se intenta alcanzar un acuerdo en lugar de remitir el caso a los tribunales civiles/penales.  Las organizaciones de arbitraje tales como las establecidas por la Cámara de Comercio también tramitan casos.  Las sanciones y multas aplicadas son especialmente leves;  las autoridades han indicado que se están revisando.  Los infractores de los derechos pueden enfrentarse a penas de prisión de tres meses a tres años y a multas de 1.314 a 13.145 dólares EE.UU.;  quienes utilizan nombres comerciales de manera ilícita pueden enfrentarse a penas de prisión de un mes a dos años y a multas de 657 a 6.572 dólares EE.UU.  Entre 2005 y 2010, las multas impuestas por infracciones del derecho de autor ascendieron en total a 53.330 dólares EE.UU.;  esos ingresos se utilizaron para financiar actividades del IEPI.
� El régimen aduanero actualmente se basa en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de diciembre de 2010;  asimismo, se rige por varias decisiones adoptadas por los miembros de la Comunidad Andina, particularmente en las esferas del control aduanero, la cooperación y el intercambio de información entre las aduanas de la Comunidad, la capacitación de las autoridades aduaneras y la facilitación del comercio.  El Consejo de Comercio Exterior e Inversiones (COMEXI) está facultado para dictar la política relativa a los procedimientos de importación y de exportación, "en coordinación con el Ministerio de Finanzas y Crédito Público".  Corresponde a la SENAE ejecutar la política aduanera, que fue administrada por las Fuerzas Armadas de 2003 a 2005.  Para obtener más información sobre el registro, la documentación y los procedimientos de despacho de aduana, véanse el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005;  y la información en línea de la SENAE.  Consultado en:  http://www.aduana.gov.ec/ y Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Información en línea del SENAE, "Procedimientos para importar".  Consultada en:  http://www.aduana.gob.ec/contenido/procImportar.html [10 de noviembre de 2010];  y U.S. Commercial Service (2010).


� Información en línea de la Organización Mundial de Aduanas, "WCO Support Ecuador Customs in planning for implementation of AEO Programme September 2010".  Consultada en:  http://www.wcoomd.org/home_cboverviewboxes_cbnews1_ecuador16072010.htm [10 de noviembre de 2010];  y OMA (2007).


� Documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005;  y U.S. Commercial Service (2010).


� Información en línea del SENAE, "Estadísticas de Recaudaciones:  Por Distrito".  Consultada en:  http://157.100.155.211/contenido/sig_cae/estadisticas/estadisticas.asp.


� Decreto Presidencial Nº 758, Reglamento al Título de la Facilitación Aduanera, del Libro V del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de 6 de mayo de 2011.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática (SIGOB), "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultado en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Decreto Presidencial Nº 285, de 18 de marzo de 2010.


� Las autoridades indicaron que, en diciembre de 2004, el tiempo medio de despacho de aduana eran de 11,6 días (documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005).


� Banco Mundial y Corporación Financiera Internacional (2010).


� Banco Mundial y Corporación Financiera Internacional (2010).


� Desde noviembre de 2009, un acuerdo entre el SENAE y el Ministerio de Defensa Nacional permite la asignación de recursos financieros a las Fuerzas Armadas para que respalde sus operaciones de lucha contra el contrabando (El Universo, "Armada se atribuye la captura de contrabando", 25 de junio de 2010.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2010/06/25/1/1447/armada-atribuye-captura-contrabando.html? p=1447&m=1704 [10 de noviembre de 2010]).


� El Universo, "Decomiso de cargas por contrabando sube 129 por ciento", 8 de octubre de 2009.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2009/10/08/1/1356/decomiso-cargas-contrabando-sube.html [10 de noviembre de 2010];  y U.S. Commercial Service (2010).


� Desde enero de 1998 hasta 2008, se exigía la inspección previa a la expedición para todas las mercancías de un valor f.o.b. superior a 4.000 dólares EE.UU., independientemente de su origen.


� Decisión Nº 571 de la Comunidad Andina, de 12 de diciembre de 2003;  y Resolución Nº 846 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, de 6 de agosto de 2004.


� Documento WT/Let/72 de la OMC, de 11 de abril de 1996.


� Documentos G/VAL/N/1/ECU/1 y G/VAL/N/1/ECU/2 y Rev.1 de la OMC, de 28 de agosto de 1995 y 1º de marzo de 1996, respectivamente.


� Documento G/VAL/5 de la OMC, de 13 de octubre de 1995.


� Documento WT/Let/72 de la OMC, de 11 de abril de 1996.


� Resolución Nº 846 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, artículo 45.


� Documentos G/RO/N/1 y G/RO/N/12 de la OMC, de 9 de mayo de 1995 y 1º de octubre de 1996, respectivamente.


� Decisiones Nos 416 y 417 de la Comunidad Andina, de 30 de julio de 1997.


� Decisión Nº 417 de la Comunidad Andina, artículo 1.


� Resolución Nº 252 de la ALADI, de 4 de agosto de 1999.


� Decisión Nº 653 de la Comunidad Andina, de 15 de noviembre de 2006, Actualización de la Nomenclatura NANDINA.


� En 2008, el promedio ponderado por el comercio del tipo arancelario fue del 8,9 por ciento (14,8 para los productos agropecuarios y 8,3 por ciento para los no agropecuarios) (Información en línea de la OMC, "Statistics database:  Tariff profiles".  Consultada en:  http://stat.wto.org/TariffProfile/WSDBTariffPF View.aspx?Language=E&Country=EC).  Entre 2006 y 2010, el promedio del arancel recaudado, que es el porcentaje que resulta de la relación entre los ingresos por derechos arancelarios y el valor total de las importaciones de bienes, osciló entre el 4,2 por ciento (2008) y el 6,1 por ciento (2009).


� Documento G/MA/IDB/2/Rev.31 de la OMC, de 27 de abril de 2010.


� El arancel de aduanas de 2005 constaba sólo de 13 tipos ad valorem, a saber:  cero, 3 por ciento, 5 por ciento, 10 por ciento, 15 por ciento, 20 por ciento, 35 por ciento, 36 por ciento, 38 por ciento, 40 por ciento, 45 por ciento, 72 por ciento y 85,5 por ciento.


� El arancel de aduanas contiene 171 líneas arancelarias de 10 dígitos y cuatro dígitos adicionales (es decir, un total de 14 dígitos) para abarcar múltiples tipos arancelarios en la misma partida arancelaria de 10 dígitos (a saber, subpartidas de la misma línea) en función de la designación detallada de los productos.  Para efectuar los cálculos para el análisis arancelario a efectos del presente informe, la Secretaría de la OMC consideró que cada una de estas líneas constituía una única línea y utilizó los promedios aritméticos de todos los tipos correspondientes a cada una.


� El Ecuador puede diferir la aplicación del arancel externo común respecto de las líneas arancelarias enumeradas en los Anexos 2, 3 y 4 de la Decisión Nº 465 de la Comunidad Andina.  En octubre de 2002, el Ecuador acordó, junto con los demás miembros de la Comunidad Andina, un arancel externo común para el 62 por ciento de las líneas arancelarias.  Sin embargo, la entrada en vigencia de este arancel externo común se ha postergado en repetidas ocasiones;  la última prórroga expira a finales de 2011 (Decisión Nº 717 de la Comunidad Andina, de 8 de septiembre de 2009).


� Con arreglo al arancel de aduanas proporcionado por las autoridades ecuatorianas para preparar el presente Examen de las Políticas Comerciales, los tipos ad valorem son los siguientes:  cero, 3 por ciento, 5 por ciento, 7,5 por ciento, 10 por ciento, 15 por ciento, 17 por ciento, 20 por ciento, 25 por ciento, 30 por ciento, 31,5 por ciento, 35 por ciento, 40 por ciento, 45 por ciento, 54 por ciento, 67,5 por ciento y 85,5 por ciento.  Los diez derechos compuestos comprenden los siguientes tipos:  140,32 dólares EE.UU. por unidad más el 5 por ciento ad valorem;  158,14 dólares EE.UU. por unidad más el 5 por ciento ad valorem;  3 dólares EE.UU. por unidad más el 10 por ciento ad valorem;  39,97 dólares EE.UU. por unidad más el 5 por ciento ad valorem;  0,14 dólares EE.UU. por peso neto más el 5 por ciento ad valorem;  5,5 dólares EE.UU. por peso neto, en función del producto, más el 10 por ciento ad valorem;  6 dólares EE.UU. por unidad más el 10 por ciento ad valorem;  73,11 dólares EE.UU. más el 5 por ciento ad valorem;  0,63 dólares EE.UU. por peso neto más el 1 por ciento ad valorem;  y 0,83 dólares EE.UU. por peso neto más el 1 por ciento ad valorem.


� Resolución Nº 550 del COMEXI, de 23 de febrero de 2010.


� Documento G/C/W/639 de la OMC, de 18 de noviembre de 2010.


� Información en línea del COMEXI, "Reforma Arancelaria:  Arancel Nacional Integrado".  Consultada en:  http://comexi.gob.ec/reforma_arancelaria.shtml;  y "Cuadro Reformas Arancelarias".  Consultada en:  http://comexi.gob.ec/docs/reformas1.pdf [4 de enero de 2011].


� El Universo, "El incremento de arancel del 5 por ciento se extiende a casi todos los vehículos", 23 de diciembre de 2010.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2010/12/23/1/1356/incremento-arancel-5-extiende-casi-todos-vehiculos.html [8 de junio de 2011].


� Información en línea de la CAN, "Desarrollo Productivo y Comercial:  Franja de Precios".  Consultada en:  http//www.comunidadandina.org/politicas/franja.htm.


� Las autoridades consideran que el Ecuador no se comprometió a desmantelar el Sistema Andino de Franjas de Precios al adherirse a la OMC;  a su juicio, el compromiso se refería a su mecanismo nacional de ajuste arancelario, que se desmanteló en 1996.  Indicaron que otros bloques comerciales (como el Mercosur y la UE) reconocen la validez de los compromisos del Ecuador en el contexto de la Comunidad Andina.  El Ecuador también ha explicado esta cuestión en varias ocasiones, por ejemplo en el primer examen de sus políticas comerciales, en el Consejo General y en otras instancias de la OMC (documento WT/L/77 de la OMC, de 14 de julio de 1995).


� Comunidad Andina (2006).


� En 2011, 6.151 (en torno al 85 por ciento de las líneas arancelarias del SA 2007) eran comparables.


� En 2005, éstas abarcaban los animales vivos de la especie bovina, los aprestos y productos de acabado, los aceleradores de tintura y los vehículos automóviles para transporte de 10 o más personas (documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005).


� Documento G/MA/M/53 de la OMC, 7 de junio de 2011.


� Documentos G/AG/N/ECU/24 y G/AG/N/ECU/26 de la OMC, de 8 de febrero de 2010 y 27 de mayo de 2011, respectivamente.


� Para obtener más detalles sobre estos programas, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Las autoridades han señalado que la Corte Constitucional del Ecuador se pronunció de manera contraria (Resolución Nº 179 de la Comunidad Andina, 14 de enero de 1999;  Acción de Incumplimiento 19-AI-99, 2 de junio de 2000.


� Ley de Comercio Exterior e Inversiones, artículo 22.


� Ley de Comercio Exterior e Inversiones, artículo 22.


� Ley Nº 4, Registro Oficial Nº 122, de 3 de febrero de 1997.


� Información en línea del SENAE, "Procedimientos para Importar".  Consultada en:  http://www.aduana.gov.ec/contenido/procImportar.html.


� Resolución Nº 450 del COMEXI, de 29 de octubre de 2008, y modificaciones contenidas en las Resoluciones Nos 465, 486, 491, 493, 496, 520, 528, 553, 554 y 563 del COMEXI (información en línea del COMEXI, "Resoluciones".  Consultada en:  http://comexi.gob.ec/resoluciones.shtml).


� Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, Proceso 05-AI-2007;  Resolución Nº 532 del COMEXI, de 15 de diciembre de 2009;  y Resolución Nº 540 del COMEXI, de 11 de enero de 2010.


� Resolución Nº 450 del COMEXI, de 29 de octubre de 2008, y modificaciones contenidas en las Resoluciones Nº 465, 486, 491, 493, 496, 520, 528, 553, 554 y 563 del COMEXI (información en línea del COMEXI, "Resoluciones".  Consultada en:  http://comexi.gob.ec/resoluciones.shtml).


� Decreto Presidencial Nº 285, de 18 de marzo de 2010.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del SIGOB, "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultado en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Documentos G/LIC/N/3/ECU/3 y G/LIC/N/3/ECU/3/Add.1 de la OMC, de 12 de octubre de 2009 y 19 de abril de 2010, respectivamente.


� Decreto Presidencial Nº 733, Reglamento de aplicación del Libro IV del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, en materia de política comercial, sus órganos de control e instrumentos, de 11 de abril de 2011;  las secciones pertinentes del Decreto se notificaron a la OMC (documento G/ADP/N/1/ECU/3-G/SCM/N/1/ECU/3-G/SG/N/1/ECU/5, de 24 de mayo de 2011).


� Artículo 53 del Decreto Presidencial Nº 733.  Las autoridades indicaron que el personal de la Dirección de Defensa Comercial recientemente creada en el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración está recibiendo formación específica de la Secretaría de la OMC (desde 2010) y otras entidades de la región.


� En el caso de los países no miembros, la normativa de la Comunidad Andina sólo abarca las importaciones que afectan a la producción de un país miembro destinada a la exportación a otro país miembro, y las que afectan a la producción de varios países miembros y requieren la aplicación de medidas correctivas en más de un país miembro.


� Documentos WT/TPR/OV/13 y G/ADP/N/209/ECU de la OMC, de 24 de noviembre de 2010 y 4 de marzo de 2011, respectivamente.


� Documentos G/ADP/N/59/ECU, G/ADP/N/209/ECU y G/SCM/N/212/Add.1 de la OMC, de 13 de abril de 2000, 4 de marzo de 2011 y 20 de octubre de 2010, respectivamente.


� El Decreto Ejecutivo N° 3497 estipula que las medidas de salvaguardia se aplicarán "independientemente de la fuente de donde proceda" el producto sujeto a dichas medidas.  Las medidas de salvaguardia podrán aplicarse en forma de derechos ad valorem o específicos o restricciones cuantitativas, aunque se expresa una preferencia por la primera alternativa.  En el marco de la Comunidad Andina, la Decisión Nº 452 permite la aplicación de salvaguardias a las importaciones procedentes de fuera de la Comunidad cuando se ve afectada la rama de producción nacional de dos o más países miembros.  La Secretaría General de la Comunidad Andina está encargada de realizar las investigaciones en materia de salvaguardias.  Además, el capítulo XI del Acuerdo de Cartagena prevé la posibilidad de que un país miembro de la Comunidad Andina aplique medidas de salvaguardia a las importaciones procedentes de los demás países miembros para corregir desequilibrios en la balanza de pagos;  en el marco del programa de liberalización del comercio andino, en el caso de una devaluación monetaria;  o cuando se demuestre perturbación de la producción nacional.  El Acuerdo de Cartagena también ofrece la posibilidad a los países miembros de la Comunidad Andina de aplicar salvaguardias a determinados productos agropecuarios enumerados en la Decisión Nº 474.  Para obtener más detalles sobre la legislación en este ámbito, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Decreto Ejecutivo N° 3497, artículo 327.


� Documentos de la OMC G/SG/N/16/ECU/2 de 10 de marzo de 2006, G/SG/N/16/ECU/1 de 10 de marzo de 2006, G/SG/N/16/ECU/1/Suppl.1 de 8 de enero de 2008, G/SG/N/16/ECU/3 de 7 de abril de 2008, G/SG/N/16/ECU/4 de 8 de abril de 2008, G/SG/N/16/ECU/4/Suppl.1 de 9 de enero de 2009, G/SG/N/6/ECU/8 de 26 de abril de 2010 y G/SG/N/8/ECU/3/Suppl.1, G/SG/N/10/ECU/4/Suppl.1 y G/SG/N/11/ECU/1 de 27 de octubre de 2010.


� Resolución Nº 587 del COMEXI, de 23 de septiembre de 2010 (información en línea del COMEXI, "Resoluciones".  Consultada en:  http://comexi.gob.ec/reso_docs/resolucion587.pdf).


� Sección I-A de la Parte I de la Lista CXXXIII contenida en los documentos WT/L/77/Add.1, WT/L/77/Add.1/Corr.1 y WT/L/77/Add.1/Corr.2 de la OMC, de 20 de julio de 1995, 2 de agosto de 1995 y 8 de agosto de 1995, respectivamente.


� Documentos G/AG/N/ECU/22 y G/AG/N/ECU/27 de la OMC, de 8 de febrero de 2010 y 27 de mayo de 2011, respectivamente.


� En respuesta a las preocupaciones planteadas durante las reuniones del Comité de Restricciones por Balanza de Pagos de la OMC, el Ecuador acordó sustituir la mayoría de las restricciones cuantitativas por medidas basadas en los precios y modificar progresivamente el nivel y el alcance de las medidas según fuera mejorando su situación de balanza de pagos.  Se comprometió en un principio a eliminar todas las medidas comerciales por motivos de balanza de pagos, a más tardar el 22 de enero de 2010.  En consonancia con estos compromisos, en junio de 2009 las autoridades remplazaron la mayoría, aunque no la totalidad, de las restricciones cuantitativas por medidas basadas en los precios.  La Resolución Nº 487 del COMEXI sustituyó las restricciones cuantitativas aplicables a 251 de un total de 271 líneas arancelarias.  De estos 251 productos, 234 estaban sujetos a un recargo arancelario del 12 por ciento además del nivel arancelario anterior a la aplicación de la salvaguardia;  entre los restantes 17 productos sujetos al contingente figuraban los siguientes:  10 productos de la industria del automóvil (partes de vehículos para armar) sujetos a un recargo arancelario del 3 por ciento;  manzanas, uvas y peras, que pagaban un arancel específico de 10 centavos por kilo;  y cuatro líneas arancelarias correspondientes a neumáticos que estaban sujetas a un arancel específico de 80 centavos por kilo.  El 11 de febrero de 2010, el Ecuador dictó una resolución para eliminar gradualmente las medidas para el 23 de julio de 2010 (documento WT/BOP/N/77 de la OMC, de 27 de julio de 2010, que contiene la Resolución Nº 580 del COMEXI, de 22 de julio de 2010).


� Documento WT/BOP/W/35 de la OMC, de 13 de octubre de 2010.


� Para obtener más detalles sobre la legislación y las disposiciones institucionales en esta esfera, véanse los documentos WT/TPR/S/148/Rev.1 y G/TBT/2/Add.101 de la OMC, de 25 de julio de 2005 y 22 de junio de 2009, respectivamente.


� Documentos G/TBT/W/308, G/TBT/M/47 y G/TBT/2/Add.101 de la OMC, de 23 de abril de 2009, 5 de junio de 2009 y 22 de junio de 2009.


� Decreto Presidencial Nº 756, Reglamento General a la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad, de 6 de mayo de 2011.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del SIGOB, "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultado en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad (Nº 2007-76), publicada el 22 de febrero de 2007.


� El INEN es miembro de la Organización Internacional de Normalización y la Comisión Panamericana de Normas Técnicas, miembro asociado de la Cooperación Interamericana de Acreditación y la Conferencia General de Pesas y Medidas, miembro corresponsal de la Organización Internacional de Metrología Legal y punto de contacto de la Comisión del Codex Alimentarius.  El Organismo Ecuatoriano de Acreditación es miembro afiliado de la Cooperación Internacional de Acreditación de Laboratorios.


� ICS son las siglas en inglés de la Clasificación Internacional de Normas.


� Decreto Nº 3497, artículos 209 a 211.


� Cuya última versión figura en la Resolución Nº 09-2009 del CONCAL, Suplemento del Registro Oficial Nº 563, de 3 de abril de 2009.


� Resolución Nº 10-2009 del CONCAL, Suplemento del Registro Oficial Nº 563, de 3 de abril de 2009.


� Información en línea del INEN.  Consultada en:  http://www.inen.gob.ec/.


� Documentos G/TBT/21, G/TBT/23, G/TBT/25 y G/TBT/28 de la OMC, de 2 de marzo de 2007;  20 de febrero de 2008;  4 de marzo de 2009 y de 5 de febrero de 2010, respectivamente.


� Documento G/SPS/GEN/982 de la OMC, de 12 de noviembre de 2009.


� Para obtener más detalles sobre la legislación y las disposiciones institucionales, así como sobre los procedimientos aplicables en esta esfera, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Documento G/SPS/GEN/982 de la OMC, de 12 de noviembre de 2009.


� El artículo 401 de la Constitución del Ecuador de 2008 declara al Ecuador libre de cultivos y semillas transgénicas;  sin embargo, el mismo artículo otorga a la Presidencia de la República la autoridad exclusiva para permitir la importación de semillas y cultivos que se hayan podido producir mediante modificación genética. (Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, Suplemento del Registro Oficial Nº 583, de 5 de mayo de 2009).


� Estas normas se enumeran en el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005, cuadros AIII.3 y AIII.4.


� Las normas sanitarias que se aplican al comercio entre los miembros de la Comunidad Andina figuran en la Resolución Nº 347 de la Junta del Acuerdo de Cartagena, de 18 de febrero de 1997.  Las normas para las importaciones procedentes de países que no son miembros de la Comunidad Andina figuran en la Resolución Nº 449 de la Junta del Acuerdo de Cartagena, de 23 de enero de 1997.


� Decisión Nº 436 de la Comunidad Andina, de 11 de junio de 1998, y Resolución Nº 630 de la Secretaría General de la Comunidad Andina.


� Reglamento General a la Ley de Sanidad Animal, artículo 14, y Reglamento a la Ley de Sanidad Vegetal, artículo 4.


� Resolución Nº 183 del COMEXI, anexo IV.


� Documento G/SPS/53 de la OMC, de 3 de mayo de 2010.


� En octubre de 2010, el Instituto Nacional de Contratación Pública (INCOP) recibió el premio Joseph Francois Robert Marcello de la Red Interamericana de Compras Gubernamentales (RICG);  el jurado estaba integrado, entre otros, por representantes del Banco Interamericano de Desarrollo, la Organización de los Estados Americanos y el Organismo Canadiense de Desarrollo Internacional (información en línea de la RICG, "News".  Consultado en:  http://www.ricg.org/en/forms/display_news.aspx, e información en línea del INCOP, "Reconocimiento internacional al Ecuador en materia de liderazgo en compras públicas".  Consultada en:  http://www.compraspublicas.gov.ec/index.php?option=com_myblog&show=Reconocimiento-internacional-al-Ecuador-en-materia-de-liderazgo-en-compras-pAoblicas.html&Itemid=163 [20 de enero de 2011]).


� INCOP (2010a).


� Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, Suplemento del Registro Oficial Nº 395, de 4 de agosto de 2008.


� INCOP (2010a).


� Artículo 34 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, publicada en el Suplemento del Registro Oficial Nº 48, de 16 de octubre de 2009.


� Según las autoridades, la caída del número de proveedores calificados entre 2009 y 2010 se debe a que no todos cumplían las normas en vigor.


� Para que una empresa (incluso la sucursal ecuatoriana de una empresa extranjera) reúna las condiciones necesarias para ser proveedor del Estado o participar en las licitaciones, debe presentar una lista de sus accionistas, participantes o empresas afiliadas.  Si se trata de una persona jurídica domiciliada en un "paraíso fiscal", el licitante o proveedor es descalificado de inmediato en cualquier proceso de licitación.  Las sucursales deben presentar una lista de los accionistas de su casa matriz;  según las autoridades, esta medida se adoptó para minimizar el número de contratos concedidos a empresas en las que participaran familiares de funcionarios públicos.


� Al 31 de diciembre de 2010, el Catálogo Electrónico de Compras incluía 2.351 líneas de productos de seis categorías principales:  vehículos automóviles;  material de oficina;  equipos de impresión;  equipos informáticos;  material de limpieza;  y productos de apoyo para personas discapacitadas.  El INCOP selecciona periódicamente a los proveedores de bienes y servicios que figuran en el Catálogo Electrónico de Compras.  Mediante un convenio marco firmado entre esos proveedores y el INCOP, aquéllos se comprometen a satisfacer las condiciones acordadas en cuanto al precio, la calidad, el lugar de entrega y las garantías del suministro.  Hasta mayo de 2011, 94 proveedores habían firmado convenios de este tipo (artículos 43 y 47 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, Suplemento del Registro Oficial Nº 395, de 4 de agosto de 2008).


� Artículo 2 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, Suplemento del Registro Oficial Nº 395, de 4 de agosto de 2008;  y Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, publicado en el Registro Oficial Nº 230, de 7 de julio de 2010.


� INCOP (2010a).


� INCOP (2010a).


� Aunque no se aplica ninguna discriminación formal contra los proveedores extranjeros, los artículos 25 y 52 de la Ley de Contratación Pública de 2008 establecen que el INCOP debe fijar los criterios necesarios para alcanzar una participación mínima de los proveedores locales.


� Microempresas (de 1 a 9 empleados, valor de ventas o ingresos brutos inferior a 100.000 dólares EE.UU. y volumen de activos de hasta 100.000 dólares EE.UU.);  pequeñas empresas (de 10 a 49 empleados, valor de ventas o ingresos brutos de entre 100.000 y 1 millón de dólares EE.UU. y volumen de activos de entre 100.001 y 750.000 dólares EE.UU.), y empresas medianas (de 50 a 159 empleados, valor de ventas o ingresos brutos de entre 1 millón y 5 millones de dólares EE.UU. y volumen de activos de entre 750.001 y 4 millones de dólares EE.UU.) (información en línea del INCOP, "Margen de Preferencia Producción Nacional", 27 de enero de 2009.  Consultada en:  http://www.compraspublicas.gob.ec/index.php?option=com_content&task=view&id= 183&Itemid=102 [20 de enero de 2011];  e INCOP (2010b).


� INCOP (2010a).


� La Ley de 2008 eliminó la obligación de que los adjudicatarios de contratos obtuvieran la aprobación del Procurador General y del Contralor General del Estado antes de hacerse acreedores a la adjudicación de un contrato público.


� Artículo 102 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� Documento G/TRIMS/N/2/Rev.20 de la OMC, de 3 de septiembre de 2010.


� Documentos G/TRIMS/N/1/ECU/1 y WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 2 de abril de 1996 y 25 de julio de 2005, respectivamente.


� Resolución Nº 323 de la Comunidad Andina, de 26 de noviembre de 1999.


� Información en línea del Banco Central del Ecuador, "Comercio Exterior".  Consultada en:  http://www.portal.bce.fin.ec/vto_bueno/ComercioExterior.jsp [22 de enero de 2011].


� Resoluciones Nos 400 y 402 del COMEXI, de 13 de septiembre de 2007;  e información en línea del SENAE, "Procedimientos para Exportar desde Ecuador".  Consultado en:  http://www.aduana.gov.ec/contenido/procExportar.html [24 de enero de 2011].


� Se requiere autorización previa para exportar madera rolliza y especímenes de flora y fauna silvestres y sus productos, con fines de protección del medio ambiente.  Para las exportaciones de café y cacao, el Consejo Cafetalero Nacional (COFENAC) o la Asociación Nacional de Exportadores de Cacao expide un certificado de calidad.  Los certificados de origen son expedidos por el MIPRO, por la Federación Ecuatoriana de Exportación (FEDEXPOR) o por las cámaras de comercio o de industria designadas por el MIPRO.  Para obtener más detalles, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Ley Nº 120, Suplemento del Registro Oficial Nº 378, de 7 de agosto de 1998;  y Acuerdo Nº 204, Suplemento del Registro Oficial Nº 273, de 7 de septiembre de 2010.  Consultado en:  http://www.corpecuador.gov.ec/descarga/LeydeCreacion.pdf;  y http://www.derechoecuador.com/index. php?  =com_content&task=view&id=5729&Itemid=597 [24 de enero de 2011].


� Artículo 8 de la Ley Especial del Sector Cafetalero, Registro Oficial Nº 657, de 20 de marzo de 1995.


� Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Ley para Estimular y Controlar la Producción y Comercialización del Banano, Plátano (Barraganete) y otras Musáceas Afines, Destinadas a la Exportación, y su reglamento de aplicación.


� Ley Nº 79, Registro Oficial Nº 93, de 2 de octubre de 1981.


� Ley Especial del Sector Cafetalero y Decreto Ejecutivo Nº 2855, Registro Oficial Nº 736, de 12 de julio de 1995.


� Decreto Ejecutivo Nº 1720-A, Registro Oficial Nº 369, de 2 de julio de 2004.


� Acuerdo Nº 105, de 26 de junio de 2008, Registro Oficial Nº 385, de 21 de julio de 2008.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task= view&id=4586#N105;  y Acuerdo Nº 091, de 3 de junio de 2008, Registro Oficial Nº 364, de 20 de junio de 2008.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task= view&id=4526 [24 de enero de 2011].


� Acuerdo Nº 10 342-A, de 8 de septiembre de 2010, Registro Oficial Nº 287, de 27 de septiembre de 2010.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task= view&id=5867&Itemid=597;  y Acuerdo Nº 10 338, de 22 de junio de 2010, Registro Oficial Nº 252, de 2 de agosto de 2010.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/index2.php?option= com_content&do_pdf=1&id=5687 [24 de enero de 2011].


� Artículo 45 de la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre (Ley Nº 74, Registro Oficial Nº 64, de 24 de agosto de 1981.


� Artículo 46 de la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre.


� Para obtener más detalles sobre estos regímenes, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� El equipo necesario para las operaciones de ensamblado también podía importarse en régimen de franquicia arancelaria, pero era obligatorio depositar una fianza.


� Al parecer, persuadir a la autoridad fiscal de que respete los beneficios fiscales conferidos por la Ley de Zonas Francas ha sido un proceso gravoso y que ha llevado mucho tiempo, lo que ha impedido la expansión de este régimen (CONAZOFRA, sin fecha a).


� CONAZOFRA (sin fecha a).


� En julio de 2011 estaban en funcionamiento las siguientes zonas:  ZOFRAMA, METROZONA, ZONAMANTA, ZOFRAGUA, ZOFRAPORT, TAGSA, CORPAQ y TURISFRANCA.  Las zonas que no estaban en funcionamiento eran ECUAZOFRA, POLIFRANCA, cuya concesión está en proceso de cancelación, y ZOFREE, cuya concesión expiró en febrero de 2011 (información proporcionada por las autoridades;  y CONAZOFRA, sin fecha d).


� CONAZOFRA (sin fecha a).


� CONAZOFRA (sin fecha b).


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Artículos 34 a 52 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Hasta finales de 2010, una parte de las actividades de promoción de las exportaciones de la CORPEI se financiaba con los recursos procedentes de las cuotas redimibles aplicadas a las importaciones y exportaciones (secciones 2) v) b) y 3) ii)).


� Artículo 95 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010;  Decreto Ejecutivo Nº 757 (Reglamento a la estructura e institucionalidad de desarrollo productivo, de la inversión, y de los mecanismos e instrumentos de fomento productivo establecidos en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones), de 6 de mayo de 2011, Suplemento del Registro Oficial Nº 450, de 17 de mayo de 2011.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del SIGOB, "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultada en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Información en línea de la CFN, "Financiamiento de Exportación PRE y POST Embarque".  Consultada en:  http://www.cfn.fin.ec/index.php?option=com_content&view=article&id=920&Itemid=679 [27 de enero de 2011].


� Decreto Ejecutivo Nº 1793, Registro Oficial Nº 365, de 28 de junio de 2004.


� Artículo 94 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Información en línea del Banco Central del Ecuador, "Índice del Boletín Anuario Nº 31".  Consultada en:  http://www.bce.fin.ec/docs.php?path=./documentos/PublicacionesNotas/Catalogo/Anuario/ Anuario31/IndiceAnuario31.htm [24 de enero de 2011].


� Información en línea del SRI, "Servicio de Rentas Externas:  Estadísticas:  Estadísticas Generales de Recaudación".  Consultada en:  http://www.sri.gob.ec/web/guest/estadisticas-generales-de-recaudacion?p_p_id=busquedaEstadisticas_WAR_BibliotecaPortlet_INSTANCE_2yRc&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_id=column-3&p_p_col_count=2&_busquedaEstadisticas_WAR_


BibliotecaPortlet_INSTANCE_2yRc_com.sun.faces.portlet.VIEW_ID=%2Fpages%2FbusquedaEstadistica.xhtml&_busquedaEstadisticas_WAR_BibliotecaPortlet_INSTANCE_2yRc_com.sun.faces.portlet.NAME_SPACE=_busquedaEstadisticas_WAR_BibliotecaPortlet_INSTANCE_2yRc_ [24 de enero de 2011].


� Artículo 51 de la Ley de Régimen Tributario Interno.


� Entre los productos sujetos a un tipo nulo del IVA se incluyen los siguientes:  productos alimenticios que no hayan sido objeto de elaboración, proceso o tratamiento;  varios tipos de leche de producción nacional;  pan, azúcar, azúcar de caña sin refinar, sal, manteca, margarina, avena, maicena, fideos, harinas de consumo humano y aceites comestibles, excepto el de oliva;  semillas certificadas, bulbos, plantas, esquejes y raíces vivas;  harina de pescado, alimentos balanceados, preparados forrajeros con adición de melaza o azúcar y otros preparados que se utilizan como comida de animales;  fertilizantes, insecticidas, pesticidas, fungicidas, herbicidas, aceite agrícola utilizado contra la sigatoka negra, antiparasitarios y productos veterinarios, incluidos sus insumos;  tractores de llantas de hasta 200 caballos de fuerza, arados, rastras, surcadores, vertedores, cosechadoras;  sembradoras, cortadoras de pasto, bombas de fumigación portables, aspersores y rociadores para equipos de riego;  medicamentos y drogas de uso humano (incluidos sus insumos);  envases y etiquetas para la fabricación de medicamentos de uso humano o veterinario;  papel bond y prensa, periódicos, revistas, libros y material complementario que se comercializa conjuntamente con los libros;  lámparas fluorescentes;  aviones y helicópteros para uso comercial;  y exportaciones.  Entre los servicios sujetos a un tipo nulo del IVA se incluyen los siguientes:  servicios financieros y bursátiles;  servicios públicos de energía eléctrica, agua potable, alcantarillado y recolección de basura;  servicios de salud, educación, religiosos, funerarios y de impresión de libros;  seguros de salud y de vida;  servicios administrativos prestados por el Estado;  espectáculos públicos;  peajes de carreteras;  y servicios exportados.  Para obtener más detalles, véase la información en línea del SRI, "Información sobre Impuesto:  IVA:  Hecho generador y tarifas".  Consultada en:  http://www.sri.gob.ec/web/10138/151 [27 de enero de 2011].


� El párrafo 2 del artículo III del GATT establece que los productos importados "no estarán sujetos, directa ni indirectamente, a impuestos interiores u otras cargas interiores, de cualquier clase que sean, superiores a los aplicados, directa o indirectamente, a los productos nacionales similares".  Artículo 55 de la Ley de Régimen Tributario Interno.  Para obtener más detalles, véase la información en línea del SRI, "Información sobre Impuesto:  IVA:  Hecho generador y tarifas".  Consultada en:  http://www.sri.gob.ec/web/10138/151 [27 de enero de 2011].


� Título III, Ley de Régimen Tributario Interno.


� Artículo 164 de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria, de 29 de diciembre de 2007.


� Artículo 24 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre 2010.


� Esos sectores prioritarios predeterminados son aquellos en los que se realizan inversiones nuevas fuera de las jurisdicciones urbanas del Cantón Quito o del Cantón Guayaquil en los siguientes ámbitos:  productos de la agricultura y silvicultura;  biotecnología y software aplicado;  alimentos frescos, congelados e industrializados;  servicios logísticos;  metalmecánica;  petroquímica;  farmacéutica;  y energías renovables.  Los sectores de sustitución estratégica de importaciones, determinados por el Presidente de la República, son los siguientes:  abonos, productos agroquímicos, plaguicidas y fungicidas, jabones, detergentes y cosméticos, otros productos químicos, productos de cerámica, baldosas y parqués, textiles, prendas de vestir, calzado, cuero, fabricación de aparatos de radio y televisión, teléfonos, productos electrónicos en general y aparatos eléctricos.


� Decreto Ejecutivo Nº 732 (Reformas al Reglamento para la aplicación del régimen tributario interno, Reglamento de aplicación del impuesto a la salida de divisas y Reglamento para la aplicación del impuesto a las tierras rurales), de 11 de abril de 2011, Suplemento del Registro Oficial Nº 434, de 26 de abril de 2011;  Decreto Ejecutivo Nº 757 (Reglamento a la estructura e institucionalidad de desarrollo productivo, de la inversión, y de los mecanismos e instrumentos de fomento productivo establecidos en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones), de 6 de mayo de 2011, Suplemento del Registro Oficial Nº 450, de 17 de mayo de 2011.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del SIGOB, "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultado en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Entre esas medidas figuraban las siguientes:  exoneración del pago de los impuestos resultantes de la constitución de la empresa y otras transacciones financieras, así como de los impuestos relativos a la transferencia de la propiedad de inmuebles a la empresa;  importación con franquicia arancelaria de aeronaves, embarcaciones y vehículos para el transporte de turistas, por un período determinado, siempre que no hubiera disponibilidad interna;  y posibilidad de deducir del impuesto a la renta, dentro de ciertos límites, los pagos al exterior para la promoción del turismo de entrada.  Los proyectos debían ubicarse en zonas rurales de bajo desarrollo económico y representar actividades turísticas "que mere[cieran] una promoción acelerada".  Ley Nº 97, Suplemento del Registro Oficial Nº 733, de 27 de diciembre de 2002;  y Artículo 34 de la Ley de Turismo.


� Documentos G/SCM/N/186/ECU y G/AG/N/ECU/23 de la OMC, de 11 de noviembre de 2009 y 9 de febrero de 2010, respectivamente.


� Artículos 60 y 68 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Información en línea de la CFN.  Consultada en:  http://www.cfn.fin.ec.


� Información en línea del BNF, "Tasas de interés activas Periodo Febrero del 2011".  Consultada en:  http://www.bnf.fin.ec/index.php?option=com_content&view=article&id=156&Itemid=101.


� Acuerdo Ministerial N° 382, de 6 de septiembre de 2010, Registro Oficial Nº 296, de 8 de octubre de 2010.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task= view&id=58


84&Itemid=600 [1º de febrero de 2011].


� Documento G/AG/N/ECU/21/Rev.1 de la OMC, de 6 de septiembre de 2010.


� Hay 7.334 productores, pero sólo un reducido número de exportadores con poder de oligopsonio (capítulo IV 2) v)), lo que conduce a huelgas frecuentes de los productores de banano.


� Información en línea del MIPRO.  Consultada en:  http://www.micip.gov.ec/index.php?option=com_content&view=article&id=265&Itemid=122;  e información en línea del MIPRO, "Convenio por el que se establece el programa de renovación del parque automotor".  Consultada en:  http://www.micip.gov.ec/images/stories/CONVENIO_PROGRAMA_DE_RENOVACION�_DEL_PARQUE_AUTOMOTOR.pdf [1º de febrero de 2011].


� En 2010, las medianas empresas proporcionaron empleo al 2 por ciento de la fuerza laboral total, las pequeñas empresas al 10 por ciento y las microempresas al 69 por ciento.


� Artículos 53 a 56 y 62 a 67 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre 2010.


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Decreto Ejecutivo Nº 757 (Reglamento a la estructura e institucionalidad de desarrollo productivo, de la inversión, y de los mecanismos e instrumentos de fomento productivo establecidos en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones), de 6 de mayo de 2011, Suplemento del Registro Oficial Nº 450, de 17 de mayo de 2011.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del SIGOB, "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultado en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Artículo 335 de la Constitución de 2008.  Consultado en:  http://www.asambleanacional.gov.ec/�documentos/constitucion_de_bolsillo.pdf [2 de febrero de 2011].


� Además, el artículo 304 de la Constitución de 2008 estipula que se deben evitar las prácticas monopólicas y oligopólicas, particularmente en el sector privado, y otras que afecten al funcionamiento de los mercados.


� Artículo 313 de la Constitución de 2008.  Consultado en:  http://www.asambleanacional.gov.ec/�documentos/constitucion_de_bolsillo.pdf [2 de febrero de 2011].


� Artículo 3 de la Codificación de la Ley de Compañías, Registro Oficial Nº 312, de 5 de noviembre de 1999.


� Proyecto de Ley Orgánica Antimonopolio.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/images/stories/2010-38/20100922_LEY%20ORGANICA%20ANTI%20MON OPOLIO.pdf [2 de febrero de 2011].


� Artículos 337 a 344 de la Ley de Compañías (Ley Nº 312), de noviembre de 1999;  y Economist Intelligence Unit (2009).


� Se considera que los exportadores de banano, los banqueros, los propietarios de los medios de comunicación, los productores de cemento y las compañías de telefonía móvil se encuentran en situación de monopolio u oligopolio (véase asimismo la sección iv)).  Por ejemplo, algunas grandes empresas dominan la exportación de banano y dos compañías dominan el mercado del cemento.  Otros casos similares son los de los productores de cigarrillos y cerveza, así como el de las cadenas de servicios de supermercado.  Las autoridades han indicado que no comparten esa opinión (Economist Intelligence Unit, 2009;  El Universo, "LFC asevera que Ecuador vive un oligopolio", 26 de septiembre de 2005.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2005/09/26/0001/9/710620F6DC6D448C8F7F5C6482B30404.html [7 de junio de 2011];  El Universo, "LFC dice que hay oligopolio en banca", 27 de septiembre de 2005.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2005/09/27/0001/9/391B7DC26BAE4B13AB7B93E85B01F10D.html [7 de junio de 2011];  El Universo, "La banca alista diálogo formal con el Gobierno", 26 de marzo de 2007.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2007/03/26/0001/9/8F3B58F6FDE841FC8B3FFA6874CBB9C6.html [7 de junio de 2011];  El Universo, "Ecuador quiere regular monopolios ante ola de especulación", 17 de julio de 2007.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2007/07/17/0001/9/6C7DB44F1FA54260A 61E4CFEFBC 204F1.html [7 de junio de 2011];  El Universo, "Correa recibió propuesta del Conartel", 16 de octubre de 2007.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2007/10/16/0001/8/DAF685D050884 D9DBEB15B73 7F95EF36.html [7 de junio de 2011];  El Universo, "Correa denuncia oligopolio de cementeras de Suiza y Francia en Ecuador", 3 de noviembre de 2007.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/ 2007/11/03/0001/9/D4CDDAFFB2CB4F8CA8173F05C4C1DE1A.html [7 de junio de 2011];  y El Universo, "Gobierno pule proyecto de Ley Antimonopolios", 11 de noviembre de 2008.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2008/11/11/0001/8/BCE7CA28DA3645A79D9D39C8CBA71B5F.html [7 de junio de 2011]).


� Decreto Ejecutivo Nº 1445, Registro Oficial Nº 479, de 2 de diciembre de 2008;  y Economist Intelligence Unit (2009).


� Decreto Ejecutivo Nº 1614-2009, de 27 de marzo de 2009, e información en línea del MIPRO, "Competencia y Defensa del Consumidor:  Competencia".  Consultado en:  http://www.micip.gov.ec/index.php?  option=com_content&view=article&id=449&Itemid=129 [22 de enero de 2011].


� Documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Decisión Nº 608 de la Comunidad Andina, de 29 de marzo de 2005.


� Artículo 54 de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor�.  Las autoridades han definido la expresión "escalada injustificada de precios" como una "escalada indebida de precios";  han indicado también que se realizan análisis jurídicos y económicos para comprender las variaciones de los precios minoristas durante un período concreto, a fin de determinar si el precio del producto objeto de investigación es resultado de un acuerdo paralelo entre empresas o de una práctica de fijación de precios como consecuencia de abuso de posición dominante.


� Los analistas afirman que esas subvenciones ejercen presión sobre la sostenibilidad fiscal, e indican que suelen emplearse de forma abusiva (Economist Intelligence Unit, 2010).


� El Universo, "Gobierno fija precios para doce productos", 29 de agosto de 2008.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2008/08/29/0001/9/0E6307C5DC0743F29AE0DAFDCF384F0F.html [7 de junio de 2011];  y El Universo, "Precio oficial causa retiro de productos", 2 de septiembre de 2008.  Consultado en:  http://www.eluniverso.com/2008/09/02/0001/9/FAF2557D994F41F1A4F099416267004F.html [7 de junio de 2011].


� El Congreso ha congelado periódicamente los precios de los productos farmacéuticos a petición de la Función Ejecutiva (Economist Intelligence Unit, 2009).


� Información en línea del MIPRO, "Estudios".  Consultada en:  http://www.micip.gov.ec/images/stories/CUADRO_PARA_EM.xls [22 de enero de 2011].


� Ley Orgánica de Defensa del Consumidor� modificada, Registro Oficial Nº 544, de 9 de marzo de 2009.  Consultada en:  http://www.mipro.gov.ec/images/stories/LEY_ORGANICA_DE_ DEFENSA_DEL_CONSUMIDOR.pdf [2 de febrero de 2011].


� Información en línea del MIPRO, "Competencia y Defensa del Consumidor:  Competencia".  Consultada en:  http://www.micip.gov.ec/index.php?option=com_content&view=article&id=449&Itemid=129 [22 de enero de 2011].


� Las autoridades han indicado que, en virtud de la Constitución de 2008, se ha hecho más hincapié en la intervención estatal, el control y la regulación de los sectores estratégicos, y la inversión en proyectos de infraestructura, debido a la falta de inversión del sector privado en esas esferas.  Según las autoridades, esa falta de inversión causó un importante retraso en el desarrollo de infraestructura en sectores estratégicos y afectó, por tanto, a la población y a la competitividad de la economía.


� Artículos 315 y 316 de la Constitución de 2008.  Consultados en:  http://www.asambleanacional.gov.ec/documentos/constitucion_de_bolsillo.pdf [2 de febrero de 2011].


� El artículo 100 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, establece que, cuando sea necesario y adecuado para satisfacer el interés público, cuando no se tenga la capacidad técnica o económica o cuando la demanda no pueda ser cubierta por empresas públicas o mixtas, el Presidente de la República podrá excepcionalmente autorizar al Estado o sus instituciones a delegar a la iniciativa privada o a la "economía popular y solidaria", la gestión de los sectores estratégicos y la provisión de los servicios públicos de electricidad, vialidad, infraestructuras portuarias o aeroportuarias, ferroviarias y otros.  El artículo 98 del Código prevé la no discriminación en el sector de la electricidad.


� La Ley de Modernización del Estado (Ley Nº 50) (Registro Oficial Nº 349), de 31 de diciembre de 1993, y su reglamento publicado en marzo de 1994, establecían las bases para suprimir los monopolios en el sector público y privatizar los servicios públicos.  La Ley para la Transformación Económica del Ecuador� (Ley Nº 4), de marzo de 2000, permitió la venta al sector privado de participaciones mayoritarias en las empresas públicas de electricidad y telecomunicaciones (Economist Intelligence Unit, 2009;  y documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005).


� Ley Orgánica de Empresas Públicas, Suplemento del Nº 48 Registro Oficial, de 16 de octubre de 2009.  Consultada en:  http://www.derechoecuador.com/index.php?option=com_content&task=view&id= 5190& Itemid=553 [2 de febrero de 2011].


� Párrafo 2 del artículo 9, artículo 54 y artículo 73 de la Ley de Régimen Tributario Interno;  y partes d) y e) del artículo 125 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� A continuación se mencionan algunas de las empresas públicas más importantes que se han creado desde 2008 o han sido el resultado de fusiones con objeto de operar en los sectores clave de la economía:  la Corporación Nacional Eléctrica (2008), la Corporación Eléctrica del Ecuador (marzo de 2009) y la Empresa Pública Estratégica Hidroeléctrica del Litoral (junio de 2010) en el sector de la energía;  el periódico El Telégrafo (2008), el tabloide Periódico Popular PP, El Verdadero (agosto de 2010) y la Empresa Pública Televisión y Radio de Ecuador (diciembre de 2009) en el sector de medios de comunicación;  la Empresa Pública Nacional de Minería (Enami) (diciembre de 2009) en el sector de la minería;  la Empresa Pública PETROECUADOR (abril de 2010) y la Empresa Pública Petroamazonas (abril de 2010) en el sector de los hidrocarburos;  Enfarma (diciembre de 2009) en el sector de los productos farmacéuticos;  y la CNT (septiembre de 2008) y Telecsa (agosto de 2010) en el sector de las telecomunicaciones.


� Información en línea del Ministerio de Finanzas, "Presupuesto general del Estado consolidado por item".  Consultada en:  http://finanzas.gob.ec/PRESUPUESTO_2010-2014/PRESENTACION%20PROFORMA %202011%20ASAMBLEA/PGE_2011/PGE_archivos/CUADROS_DE%20_REPORTES/ITEM%20G.pdf [2 de febrero de 2011].


� Documentos G/STR/N/2/ECU, G/STR/N/3/ECU, G/STR/N/5/ECU, G/STR/N/6/ECU, G/STR/N/8/ECU y G/STR/N/9/ECU de la OMC, de 1º de julio de 2010.


� Para obtener más detalles sobre la participación del Ecuador en los tratados de la OMPI, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005;  y la información en línea de la OMPI, "Partes Contratantes:  Ecuador".  Consultada en:  http://www.wipo.int/treaties/es/ ShowResults.jsp?country_id=51C&start_year=ANY&end_year=ANY&search_what=C&treaty_all=ALL [2 de febrero de 2011].


� Artículo 322 de la Constitución de 2008.  Según la Cámara de Comercio de Quito, las disposiciones constitucionales que prohíben la apropiación de los saberes ancestrales (tradicionales) en materia de biodiversidad entran en conflicto con el desarrollo farmacéutico y agrícola del país, y causan dificultades adicionales en la negociación de un acuerdo de libre comercio con la UE (El Universo, "Propiedad intelectual y patentes son "temas pendientes" en acuerdo Ecuador-UE", 6 de abril de 2011.  Consultado en:  http://www. eluniverso.com/2011/04/06/1/1356/propiedad-intelectual-patentes-son-temas-pendientes-acuerdo-ecuador-ue. html [8 de junio de 2011].


� El marco jurídico del Ecuador está formado por los siguientes instrumentos:  Ley de Propiedad Intelectual, Registro Oficial Nº 320, de 19 de mayo de 1998;  Decisión Nº 345 de la Comunidad Andina, de 21 de octubre de 1993, relativa al Régimen Común de Protección a los derechos de los Obtentores de Variedades Vegetales;  Decisión Nº 351 de la Comunidad Andina, de 17 de diciembre de 1993, relativa al Régimen Común sobre Derecho de Autor y Derechos Conexos;  Decisión Nº 391 de la Comunidad Andina, de 2 de julio de 1996, relativa al Régimen Común sobre Acceso a los Recursos Genéticos;  y Decisión Nº 486 de la Comunidad Andina, de 14 de septiembre de 2000, relativa al Régimen Común sobre Propiedad Industrial.  Para obtener información más detallada acerca de la legislación y los procedimientos en esa esfera, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� La Ley de Propiedad Intelectual ofrece protección a los dibujos y modelos industriales y hace extensiva la protección a los secretos comerciales y las indicaciones geográficas.  También están protegidos los esquemas de trazado de semiconductores, las obtenciones vegetales y otros productos de la biotecnología.


� Esa Decisión es una "exención" que elimina las limitaciones a las exportaciones sujetas a licencia obligatoria para los países que no tienen capacidad para fabricar los productos farmacéuticos (información en línea de la OMC, "Los ADPIC y la salud pública".  Consultada en:  http://www.wto.org/spanish/tratop_s/trips_s/pharmpatent_s.htm#declaracion [2 de febrero de 2011]).


� Documento IP/C/W/549/Add.5 de la OMC, de 4 de febrero de 2011.


� Artículo 240 de la Decisión Nº 486 de la Comunidad Andina, de 14 de septiembre de 2000.


� Artículo 4 de la Codificación de la Ley de Producción, Importación, Comercialización y Expendio de Medicamentos Genéricos de Uso Humano, de 17 de noviembre de 2005.


� Para obtener información más detallada sobre las normas y procedimientos en esa esfera, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Decreto Ejecutivo Nº 118, de 23 de octubre de 2009;  Decreto Ejecutivo Nº 181, de 21 de diciembre de 2009.  Los decretos ejecutivos o presidenciales pueden consultarse en la información en línea del SIGOB, "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultado en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� Documento IP/C/M/63 de la OMC, de 4 de octubre de 2010.


� Información en línea de Intellectual Property Watch, "Ecuador Grants First Compulsory Licence For HIV/AIDS Drug", 22 de abril de 2010.  Consultada en:  http://www.ip-watch.org/weblog/2010/04/22/Ecuador-grants-first-compulsory-licence-for-hivaids-drug/ [2 de febrero de 2010].


� Artículo 54 de la Decisión Nº 486 de la Comunidad Andina.


� Artículo 32 de la Ley Orgánica de Educación Superior, Suplemento del Registro Oficial Nº 298, de 12 de octubre de 2010.


� Documento IP/C/M/63 de la OMC, de 4 de octubre de 2010.


� El Ecuador figura desde 2003 en la Lista de Vigilancia Prioritaria del artículo 301 de la Oficina del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTR 2010;  y U.S. Commercial Service, 2010).


� BSA/IDC (2010).






